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GRÁFICA 11

GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA EXTREMA POR CONDICIÓN ÉTNICA 
EN LOS AÑOS 2000, 2006, 2011 Y 2014

Fuente: Elaboración propia con base en la información de las ENCOVI del INE de los años 2000, 
2006, 2011 y 2014 y en el Anexo Estadístico del presente documento.

•	 La brecha entre poblaciones indígena y no indígena afectadas por 
la pobreza extrema aumentó entre los años 2000 y 2014. En el año 
2000 el valor de incidencia de la pobreza extrema en la población 
indígena era 19.3 puntos porcentuales más alto que en la pobla-
ción no indígena, mientras que en el año 2014 ese valor se ubicó 
27 puntos porcentuales más alto en la población indígena.

En cuanto a la incidencia de la pobreza no extrema en las poblaciones 
indígena y no indígena, cuya trayectoria se muestra en la gráfica 12, se 
plantean las siguientes consideraciones:      

•	 La incidencia de la pobreza no extrema en la población indígena 
muestra una trayectoria de disminución (con un leve aumento de 
0.9 puntos porcentuales en 2011) equivalente a 10.8 puntos por-
centuales entre los años 2000 y 2014. Una figura parecida de dis-
minución, pero de magnitud mucho menor, muestra la trayectoria 
de incidencia de la pobreza no extrema en la población no indígena, 
exceptuando en el intervalo de los años 2011 y 2014, en el que se 
produce un leve aumento de 0.6 puntos porcentuales. La disminu-
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ción general de la pobreza no extrema en la población no indígena 
entre los años 2000 y 2014 equivale a 0.3 puntos porcentuales.

GRÁFICA 12

GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA NO EXTREMA POR CONDICIÓN ÉTNI-
CA EN LOS AÑOS 2000, 2006, 2011 Y 2014

•	 Al inverso de lo que ocurre con las trayectorias de incidencia de 
la pobreza extrema en las poblaciones indígena y no indígena que 
muestran una ampliación de la brecha entre ambas poblaciones, 
las trayectorias de incidencia de la pobreza no extrema indican 
un acortamiento de la brecha en cuestión. En el año 2000 el valor 
de incidencia de la pobreza no extrema en la población indígena 
era 16.1 puntos porcentuales más alto que el valor de incidencia 
ese mismo tipo de pobreza en la población no indígena; en el año 
2014 esa diferencia alcanzó 5.6 puntos porcentuales.

La lectura analítica de los datos de la pobreza general y de sus compo-
nentes internos, según la condición étnica de la población guatemalteca, 
permite afirmar que la pobreza general afecta con mayor incidencia a la 
población indígena (a la fecha, 8 de cada 10 indígenas se encuentran en 
situación de pobreza general), que la pobreza extrema se ha incrementado 
en esta misma población indígena (la mitad de los indígenas en situación 
de pobreza general padecen de pobreza extrema) y que recientemente la 
pobreza extrema se ha incrementado también en la población no indígena.     



VI.  DESIGUALDAD Y EXCLUSIÓN SOCIAL 
EN EL PERÍODO DEMOCRÁTICO

1.	 CONCEPTOS Y ANTECEDENTES DE LA DESIGUALDAD Y 
EXCLUSIÓN SOCIAL

Aun cuando las personas nacen con distintas potencialidades para alcan-
zar y aprender formas que les permiten destacar en la vida o que nacen en 
ambientes distintos que favorecen, limitan o impiden su desarrollo integral, 
la igualdad de oportunidades y la igualdad ante la ley son valores democrá-
ticos que fundamentan y legitiman este régimen político y de convivencia 
social. La justicia social es el componente del régimen político democrático 
que no solamente constituye la base racional del edificio que políticamente 
alberga el modo civilizado de distribución formal del poder por medio de 
los procesos eleccionarios de autoridades y del ejercicio temporal de ese 
poder, delegado por los ciudadanos, sino que además es el rasgo civilizato-
rio y humanista, que distingue a éste régimen de su predecesor autoritario.

Al inverso del comportamiento social promovido y fortalecido por el ré-
gimen autoritario en cuanto a privilegios y exclusiones por motivos eco-
nómicos, étnicos, religiosos, de género, etc. en materia de oportunidades 
y de posición ante la ley, el régimen democrático rompe formalmente con 
el esquema jerárquico estratificado y abre el abanico de oportunidades 
de desarrollo individual para todas personas independientemente de las 
condiciones que rodean su nacimiento.

La Constitución Política vigente de la República de Guatemala refleja con 
claridad esta posición democrática. Los primeros cuatro artículos de la 
Carta Magna (Constitución de la República de Guatemala 1985) se refieren 
justamente a la condición de igualdad: “El Estado de Guatemala se organiza 
para proteger a la persona y a la familia; su fin supremo es la realización 
del bien común”. Luego agrega que “Es deber del Estado garantizarle a los 
habitantes de la República, la libertad, la justicia, la paz y el desarrollo in-
tegral de la persona”; y posteriormente precisa que en Guatemala todos los 
seres humanos son libres e iguales en dignidad y derechos. Asimismo, la 
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Constitución de la República dedica varios artículos a la protección de la 
población indígena, dada su condición de vulnerabilidad histórica, en don-
de reconoce el derecho de las personas y de las comunidades a su identidad 
cultural y a su protección como grupos étnicos originarios.

En la práctica, sin embargo, ni la orientación democrática de justicia social, 
ni la orientación normativa sobre la igualdad de oportunidades  e igualdad 
ante la ley parecen ser atendidas eficazmente en Guatemala. Esta desaten-
ción fue una de las causas que dieron origen al reciente conflicto armado 
de más de treinta años de duración y también fue uno de los más impor-
tantes reconocimientos alcanzados en los Acuerdos de Paz firme y durade-
ra. Los Acuerdos que más se refieren a la problemática de la desigualdad 
social son: el Acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, 
firmado en México, D.F. el 31 de marzo de 1996 (URL-MINUGUA 1997) y 
el Acuerdo sobre Aspectos socioeconómicos y situación agraria, firmado 
también en  México, D.F. el 6 de mayo de 1996 (URL-MINUGUA 1997). En el 
primero se hace alusión específica a la lucha contra la discriminación legal 
y de hecho y a los derechos de la mujer indígena “Se reconoce la particular 
vulnerabilidad e indefensión de la mujer indígena frente a la doble discri-
minación como mujer y como indígena, con el agravante de una situación 
social de particular pobreza y explotación. El gobierno se compromete a 
tomar (varias) medidas”. En el segundo destacan, entre otras orientaciones 
para atender la desigualdad y exclusión social, las siguientes: “El Estado 
tiene obligaciones indeclinables en la tarea de superación de las irregulari-
dades y deficiencias sociales, tanto mediante la orientación del desarrollo 
como mediante la inversión pública y la prestación de servicios sociales 
universales. Asimismo, el Estado tiene obligaciones específicas por man-
dato constitucional de procurar el goce efectivo, sin discriminación alguna, 
de los derechos al trabajo, a la salud, a la educación, a la vivienda y demás 
derechos sociales. La superación de los desequilibrios sociales históricos 
que ha vivido Guatemala y la consolidación de la paz requieren de una po-
lítica decidida por parte del Estado y del conjunto de la sociedad”.

La desigualdad social y su agravamiento como exclusión social en Guate-
mala son situaciones históricas devenidas desde la conquista y coloniza-
ción hispánica como estrategia para conservar la dominación y el control 
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sobre individuos, grupos y poblaciones subordinadas. Ideológicamen-
te ha sido justificada por las élites sociales y gobernantes como meca-
nismos de protección dada una supuesta minoridad de las poblaciones 
originarias y, a la vez, de acumulación de riqueza por la vía del ahorro 
de remuneración a la mano de obra indígena y campesina. Los escasos 
momentos de progreso social y político que ha vivido la sociedad guate-
malteca (primeros quince años de la revolución liberal de 1871 y los diez 
años que duró de la revolución de octubre de 1944) no mejoraron las 
condiciones estructurales de sujeción indígena; y solamente la apertura 
democrática vigente y la firma de los acuerdos de paz habrían generado 
la esperanza de superar tal situación.

La desigualdad social, entendida como “condición por la cual las perso-
nas tienen acceso desigual a los recursos de todo tipo, a los servicios y a 
las posiciones que valora la sociedad” (López-Aranguren, 2005.) es un 
desafío que los valores de la democracia (libertad, justicia, solidaridad, 
paz, igualdad ante la ley, etc.) deben orientar en la consolidación del ré-
gimen democrático, a fin de alcanzar y elevar su legitimidad. Las limita-
ciones para la implementación de estos valores  o cuando de hacerlos 
realidad se trata, sobre todo los de igualdad de oportunidades e igualdad 
ante la ley, se encuentran en la doble moral que a menudo manifiestan las 
élites cuando de alcanzar efectivamente el bien común se trata  o de regu-
lar los intereses particulares sobre los nacionales se requiere. En último 
término este grave problema ético para la sociedad guatemalteca y para 
su actual régimen político democrático representativo, progresivamente 
se va convirtiendo en un complejo problema multidimensional que se re-
vierte sobre las mismas élites afectando la gobernabilidad democrática y 
el desarrollo económico del país.

La desigualdad de oportunidades económicas conduce a una distribución 
inequitativa de bienes y servicios, cuya persistencia tiende a polarizar a 
la sociedad en grandes contingentes de población en pobreza extrema y 
no extrema, y en una pequeñísima élite de personas económicamente ri-
cas y políticamente poderosas. En el medio de estos asimétricos conjun-
tos se mantiene un pequeño, aunque relativamente dinámico segmento 
de población que componen los grupos medios.



Vinicio González

170

La desigualdad de oportunidades educativas tiende también a una polariza-
ción entre los sectores capaces de sufragar los costos de una educación priva-
da con todos los avances e innovaciones tecnológicas, orientada a mantener 
y perpetuar posiciones elevadas en la administración pública y privada, y la 
gran masa de niños y jóvenes que acceden con dificultad a la educación pú-
blica, atrasada y mediocre, orientada a formar la mano de obra subalterna.

De manera semejante, la desigualdad de oportunidades en salud, en acceso 
a la información y al conocimiento superior, al arte, a la cultura universal, 
etc. va conformando situaciones de exclusión social que en último término 
son responsables de la frustración, la pérdida de la esperanza en un futuro 
mejor y de la violencia delincuencial en la niñez y la juventud guatemalteca.

La desigualdad social en sus expresiones extremas deviene en exclusión 
social; concepto que dice relación a “la existencia de grupos de población 
que ven limitado el disfrute de las oportunidades económicas, sociales, 
culturales y políticas existentes en la sociedad” (PNUD 2000: 12.)  Dicho 
concepto hace referencia, especialmente, “al hecho de que la instituciona-
lidad social no funciona adecuadamente para prevenir o transformar las 
situaciones existentes, cuya génesis está conformada por factores que al 
combinarse producen situaciones más severas para determinados grupos” 
(PNUD 2000: 13) Varios de los Acuerdos de Paz se relacionan con la aten-
ción de esos factores para la superación progresiva de la exclusión en Gua-
temala, entre los cuales destacan los ingresos, el área residencial y la etnia.

De conformidad con el PNUD (2000: 12) pueden reconocerse tres di-
mensiones en las que a menudo se expresa la exclusión: a) la económica: 
limitaciones estructurales al acceso y participación en los mercados, fre-
nando -si no impidiendo- el acceso a los recursos y al ingreso; b) la po-
lítico-jurídica: mecanismos inadecuados para expresar los intereses de 
los grupos más vulnerables e imposición de barreras al ejercicio de los 
derechos ciudadanos; y c) la exclusión social: desconocimiento de iden-
tidades y particularidades de etnia, género, religión o a preferencias de 
ciertos individuos o grupos sociales. “En la práctica, sin embargo, las di-
mensiones anotadas se encuentran estrechamente relacionadas puesto 
que los mecanismos que generan la exclusión pueden traslaparse, entre 
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los cuales destacan los siguientes: Obstáculos que frenan o impiden la 
participación en la toma de decisiones que afectan al conjunto social; li-
mitado acceso a los servicios que mejoran las condiciones de vida; limi-
taciones al acceso de información para elecciones personales; segrega-
ciones basadas en normas, prohibiciones y controles legales o tolerados” 
(PNUD 2000: 13)

2.	 ANÁLISIS EMPÍRICO DE LA DESIGUALDAD Y EXCLUSIÓN 
SOCIAL

A continuación se revisará brevemente la evolución que han tenido, en 
estos treinta años de gobiernos formalmente democráticos, las situacio-
nes de desigualdad y exclusión social contenidas en los factores indica-
dos: ingresos, área residencial y etnia. Para tal efecto se seleccionaron 
dos índices internacionalmente confiables, utilizados periódicamente en 
Guatemala en años seleccionados, desde la década de los años 80’s del 
siglo pasado y que reflejan los niveles de desigualdad y exclusión social 
que presenta la población guatemalteca en sus ingresos, residencia terri-
torial (área, regiones y departamentos) y condición étnica. Se trata del 
Coeficiente de Gini y el Índice de Desarrollo Humano, cuyo significado es:

a)	 Coeficiente de Gini: Este índice o Coeficiente cubre un espectro de 
valores que van de cero a uno. Su valor mínimo es cero o nulo y se 
alcanza cuando la variable se distribuye democráticamente entre to-
das las unidades. Su valor máximo es uno y se llega a él (a la unidad) 
si el valor total de la variable le corresponde sólo a una de las obser-
vaciones (Cortés, Fernando y Rubalcava, Rosa María 1984.) En otras 
palabras, es una medida que muestra hasta qué punto se aproxima 
una determinada distribución (del ingreso, la tierra, los recursos, 
etc.) a la igualdad o a la desigualdad. En la medida que el coeficiente 
se aproxima a cero la distribución (en nuestro caso, del ingreso) se 
acerca a la igualdad, y si se acerca a 1 a la desigualdad absoluta.

b)	 Índice De Desarrollo Humano: El Índice de Desarrollo Humano (IDH), 
de acuerdo con el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) es una medida agregada del avance en tres dimensiones bá-
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sicas: salud, educación e ingresos. Aunque el índice ha evolucionado 
buscando mayor precisión y solidez, mantiene esencialmente sus di-
mensiones originales. Como indicador de salud utiliza la expectativa 
de vida. En el componente de educación se considera la escolaridad 
esperada de niños que inician la escuela y la escolaridad promedio de 
los adultos. Y para estimar el ingreso per cápita se recurre al Ingreso 
Nacional Bruto (PNUD 1998-2012)

A.	 Ingresos: Valores del coeficiente de Gini.

Desde hace muchas décadas Guatemala es uno de los países con mayores 
niveles de desigualdad y concentración de la riqueza en la región centro-
americana, después de Panamá, que a comienzos del presente siglo mos-
traba un coeficiente de concentración de 0.49 para el consumo y 0.60 para 
el ingreso. A Panamá le sigue Guatemala con coeficientes de 0.48 y 0.57 en 
consumo e ingreso. Los demás países de la región muestran valores más 
bajos. La desigualdad en Guatemala es elevada, independientemente del 
indicador que se utilice. En varios estudios nacionales e internacionales (* 
PNUD, Síntesis; Banco Mundial Estadísticas) se subraya que el decil (una 
décima parte de la población) más pobre recibe sólo el 1.0 por ciento del 
ingreso nacional, mientras el decil más rico abarca el 47.4 por ciento de di-
cho ingreso.  A la fecha Guatemala continúa registrando uno de los niveles 
de desigualdad más altos de América Latina y el Caribe y es sabido que esta 
región tiene los niveles de desigualdad mayores del mundo. Internamente 
los más altos niveles de concentración del ingreso se registran en el área 
urbana del país, en la región metropolitana y en la población no indígena.

La poca movilidad que ha tenido la concentración del ingreso durante los 
treinta años de gobiernos formalmente democráticos puede observarse 
en el siguiente cuadro 1.
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CUADRO 1
GUATEMALA: COEFICIENTE DE GINI Y PARTICIPACIÓN DE QUINTILES 

EXTREMOS
Años

Coeficiente 1989 2000 2002 2006 2011
Indice Gini 0.561 0.555 0.587 0.569 0.565
Quintil más pobre (%) 2.7 2.7 1.7 2.6 2.9
Quintil más rico (%) 62.7 61.8 64 60.9 60.6
Razón Quintiles r/p 23.2 22.9 37.6 23.4 20.9

Fuente: Informes de Desarrollo Humano de los años correspondientes.

Exceptuando el año 2002 en el que se calculó un coeficiente de concen-
tración del ingreso nacional en 0.587 y una desigualdad extrema de dis-
tribución en la que el quintil más pobre (quinta parte de la población) 
captaba el 1.7 por ciento del ingreso nacional, mientras el quintil más rico 
abarcaba casi las dos terceras partes de dicho ingreso (64 por ciento), el 
resto de años registrados muestran leves variaciones en la concentración 
y en la proporción de apropiación de la población del ingreso nacional. 
En efecto, en el año 1989 la medición de la concentración del ingreso 
nacional, por medio del coeficiente de Gini, registró un valor de 0.561 y 
una distribución en la que el quintil más pobre retenía únicamente 2.7 
por ciento del ingreso, y el quintil más rico lo hacía con 62.7 por ciento 
de dicho ingreso. Veintidós años más tarde (año 2011) el valor del coefi-
ciente de concentración del ingreso nacional registraba un valor de 0.565 
(cuatro milésimos más que el de 1989) y una distribución en donde el 
quintil más pobre captaba 2.9 por ciento del ingreso nacional (2 décimas 
porcentuales más que en 1989) y el quintil más rico el 60.6 por ciento de 
dicho ingreso, es decir 1.9 por ciento menos que en 1989.

La razón entre el quintil más rico y el más pobre confirma la leve modi-
ficación que ha tenido la concentración del ingreso nacional, en donde 
se manifiesta que exceptuando el año 2002, el quintil más rico ha conti-
nuado captando durante este período democrático entre 21 y 23 veces 
más el volumen de ingreso que capta el quintil más pobre de la población 
guatemalteca.
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La notable desigualdad en la distribución del ingreso nacional mostrada 
por los valores del coeficiente de Gini a lo largo del período democrático 
que nos ocupa, constituye el punto de partida para examinar la situación 
de desigualdad económica y social que viene padeciendo la mayor parte 
de la población guatemalteca mucho antes de la actual era formalmente 
democrática y que ésta no ha podido superar sustancialmente. Natural-
mente, la concentración del ingreso profundiza y mantiene la condición 
histórica de desigualdad que viene arrastrando la sociedad guatemalteca 
desde la época colonial; sobre todo en su expresión excluyente de carác-
ter étnico y en la desigualdad de oportunidades entre la población urba-
na y rural. Para examinar los efectos más evidentes de esa condición his-
tórica de desigualdad económica y social, se revisará el comportamiento 
del Índice de Desarrollo Humano, en cuya composición interna participa 
también el ingreso, pero en este caso es complementado con indicadores 
sensibles y comparables de salud y de educación.         

         
B.	 El Índice de Desarrollo Humano de Guatemala en el con-

texto internacional.

Antes de revisar los valores que refleja el Índice de Desarrollo Humano 
dentro del país es conveniente ubicar la posición que ocupa el IDH gua-
temalteco a escala internacional, con el fin de mostrar el peso que tienen 
las desigualdades internas en la conformación del promedio nacional, 
cuyo valor se ubica entre los más bajos de Latinoamérica y Centroamé-
rica. Para tal efecto se presentan dos gráficas extraídas de los últimos 
informes de Desarrollo Humano en Guatemala (PNUD 2014)

De conformidad con la Sinopsis del Desarrollo Humano de Guatemala 
1998-2012 (PNUD 2014) del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) el índice de Desarrollo Humano (IDH) de Guatemala 
ha mejorado en un 35% entre 1980 y 2012, es decir ha mejorado en 
promedio 1.1% anual durante los últimos treinta y dos años que com-
prende el período. Tal resultado, aunque calificado por el PNUD como 
positivo, es insuficiente para sacar al país del más bajo peldaño en la 
escala de países latinoamericanos; o más aún para reflejar las bondades 
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y cumplimiento de los objetivos sociales constitucionales democráticos 
y los acuerdos de paz. 

En las gráficas que a continuación se presentan puede observarse la posi-
ción general que ha venido ocupando el IDH de Guatemala, a escala mun-
dial, entre 1980 y 2012 y la posición que ocupa a nivel centroamericano. 
La Gráfica 1 muestra que la posición que mantiene el IDH de Guatemala 
está muy por debajo del promedio de los países que registran altos Índi-
ces de Desarrollo Humano y por debajo del promedio mundial, así como 
del promedio de los países latinoamericanos y centroamericanos. El IDH 
de Guatemala sólo supera en 9 décimos el promedio de los países de bajo 
IDH.

La Gráfica 2 muestra la posición que ha mantenido el IDH de Guatemala 
entre 1975 y 2010 con respecto al IDH de los países centroamericanos. 
La imagen destaca la alta posición que ha venido ocupando Costa Rica 
(por encima del promedio latinoamericano) y la última posición que vie-
ne ocupando Guatemala, en disputa con Nicaragua, por debajo del pro-
medio centroamericano.

Gráfica 1
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Gráfica 2

EVOLUCIÓN DEL IDH EN PAÍSES DE CENTROAMÉRICA 1980-2010

C.	 Evolución de los componentes internos del IDH a escala 
nacional

Una vez ilustrado el lento crecimiento del IDH guatemalteco en relación 
con el crecimiento medio del IDH mundial, latinoamericano y centroa-
mericano, durante el período que ocupa nuestra atención, revisaremos 
brevemente la evolución de la composición del IDH de Guatemala para 
completar la visión nacional de dicho indicador integrado de desarrollo.

Con base en un índice de crecimiento de año base 1980, la Gráfica 3 mues-
tra el bajo crecimiento que ha tenido el ingreso per cápita anual en dólares, 
que después de una caída de dos puntos entre 1980 y 2000, prácticamente 
se ha recuperado en 2012 al valor que registraba en 1980. La esperanza de 
vida (indicador de salud) mantiene un continuo, aunque lento crecimiento, 
mientras que los indicadores de educación (escolaridad esperada y esco-
laridad de adultos) manifiestan los mayores niveles de crecimiento en el 
período considerado.     
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Gráfica 3

La discreta mejora que refleja el IDH de Guatemala se encuentra asociada 
a factores históricos de desigualdad que el régimen democrático de los 
últimos treinta años no ha podido modificar. El PNUD estima que Guate-
mala registra una pérdida de 35 por ciento en el IDH debido a la desigual-
dad, reduciendo los impactos positivos que tendrían los logros en educa-
ción y salud. Asimismo, agrega que “Más del 50% de los guatemaltecos se 
ubica en los niveles más bajos de estratificación socioeconómica, con los 
niveles más bajos de desarrollo humano” (PNUD 2014: 43).

D.	 El Índice de Desarrollo Humano por Área de Residencia.

Los valores del IDH de Guatemala en los ámbitos urbano y rural durante 
el período considerado, muestran la notable desigualdad de oportunida-
des que ha prevalecido entre los habitantes de las ciudades y los del inte-
rior del país (la “Guatemala profunda”). En la gráfica 4 puede observarse 
la gran diferencia de valor que registra el IDH urbano del rural, así como 



Vinicio González

178

la virtual inmovilidad que han tenido estos valores en los 22 años de vida 
democrática que median entre 1989 y 2011. El escaso crecimiento que 
ha tenido el IDH urbano ha sido mayor (0.12% anual) que el registrado 
por el área rural (0.04 anual) y la diferencia de valores urbano-rurales se 
ha conservado entre 25% y 26% superior para el área urbana durante 
todo el período considerado.

Gráfica 4

Fuente: Elaboración propia con base en los Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de los años res-
pectivos y en el Anexo Estadístico del presente estudio.

Al analizar los componentes internos del IDH (salud, educación e ingre-
sos) por área urbana y rural para los años 2000, 2006 y 2011, tal como 
se presentan en la siguiente Tabla  se observan los siguientes rasgos:

•	 El IDH en salud es el componente del IDH total que manifiesta los 
más altos valores, tanto a nivel nacional como en las áreas urbana 
y rural. La diferencia de valores en dichas áreas ha tendido a dis-
minuir aún más entre los años 2000 y 2011, en los que la brecha 
urbano-rural se ha acortado de 7.2 por ciento a 6.4 por ciento.  
Esto probablemente se debe al éxito que ha tenido  la ampliación 
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de cobertura y la eficacia de los programas de vacunación y ma-
terno infantil especialmente, como compromisos adquiridos para 
alcanzar las metas del milenio. Además, el esfuerzo gubernamen-
tal en el sector salud es más fácil de traducirse en resultados posi-
tivos en comparación a lo que ocurre en los otros sectores.

Cuadro 2

Guatemala: Evolución de los componentes internos del Índice de Desarrollo 
Humano (IDH) en las áreas urbana y rural en los años 2000, 2006 y 2011.

Índice IDH Total IDH Salud IDH Educación IDH Ingresos

Año 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011

Nacional 0.512 0.569 0.580 0.718 0.823 0.807 0.357 0.419 0.452 0.525 0.533 0.534

Area Urbana 0.629 0.656 0.658 0.752 0.852 0.834 0.547 0.564 0.579 0.606 0.589 0.589

Area  Rural 0.414 0.463 0.484 0.698 0.796 0.781 0.233 0.279 0.322 0.435 0.449 0.451

 Fuente: Anexo Estadístico del Informe Guatemala Desarrollo Humano 2011-2012

•	 La trayectoria de los valores del IDH en educación muestra una 
situación opuesta a la registrada por el sector salud. Los valores a 
nivel nacional son muy bajos (0.357 en el año 2000 y 0.452 en el 
año 2011) y su crecimiento en once años equivale a 9.5 por ciento 
o 0.86 por ciento anual. La diferencia de valores entre las áreas 
urbana y rural es casi el doble: El IDH de educación rural en el 
año 2000registró un valor 57.4 por ciento más bajo que el del área 
urbana; y esa relación sólo disminuyó a 44.4 por ciento en el año 
2011. Aunque la brecha urbano-rural en materia de educación ha 
disminuido levemente, continúa representando, en el área rural, 
casi la mitad de las oportunidades educativas de las que tiene el 
área urbana. Esto probablemente se debe a que el acceso a la edu-
cación es una condición muy sensible a la situación económica de 
las familias, cuya mayoría en el área rural no dispone de los recur-
sos necesarios para enviar a sus hijos a la escuela, ni comprarles 
los útiles y uniformes requeridos, ni menos aún para mantenerles 
en un estado nutricional acorde con las exigencias del aprendizaje.
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•	 El IDH en ingresos registra también valores intermedios entre los 
que registra el IDH de salud y el IDH de educación a nivel nacional. 
La evolución en once años de este sub índice a nivel nacional es 
mínima, ha crecido 1.7 por ciento al pasar de un valor de 0.525 
en el año 2000 a un valor de 0.534 en el año 2011. A nivel de área 
residencial el valor de este sub índice ha disminuido levemente 
en el área urbana (2.8 por ciento) y ha aumentado levemente en 
el área rural (3.7 por ciento) entre los años 2000 y 2011. En esos 
once años la brecha urbano-rural en términos del IDH de ingresos 
ha disminuido también levemente, al pasar de 28.2 por ciento más 
bajo en el área rural en el año 2000 a 23.4 por ciento más bajo en 
esa misma área en el año 2011.

Los valores del Índice de Desarrollo Humano por áreas residenciales ma-
nifiestan una desigualdad equivalente a 34.2 por ciento más bajo en el 
ámbito rural que en el urbano en el año 2000 y de 26.4 por ciento más 
bajo en ese mismo ámbito en el año 2011, lo cual supone una leve dismi-
nución de 7.8 puntos porcentuales en esos once años o una disminución 
media anual de 0.71 puntos porcentuales. Los componentes internos de 
dicho índice por áreas residenciales muestran una notable desigualdad 
en educación y secundariamente en ingresos. El sub índice de salud es el 
único componente que muestra valores altos y una menor brecha urba-
no-rural.         

  
E.	 El Índice de Desarrollo Humano por Regiones Geográficas

De manera semejante a la forma de desigualdad que manifiesta la dis-
tribución del IDH por área urbana y rural, el IDH por regiones muestra 
una trayectoria de desigualdad acentuada. En la gráfica 5 se presenta la 
trayectoria de crecimiento que ha tenido el valor del IDH en cada una de 
las regiones geográficas de Guatemala entre 1989 y 2011. 
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Gráfica 5

Fuente: Elaboración propia con base en los Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de los años res-
pectivos y en el Anexo Estadístico del presente estudio.

•	 Puede observarse que la región metropolitana, constituida por el 
departamento de Guatemala, en donde se asienta la ciudad capi-
tal del país y la mayor parte de municipios de más alta densidad 
urbana, registra los valores de IDH más altos de la nación y un 
moderado crecimiento sostenido de los mismos. De 0.647 puntos 
que registraba en 1989, ascendió a 0.697 puntos en 2011.

•	 Alrededor de 15.6 y 17.9 puntos porcentuales por debajo de los 
valores que muestra la región metropolitana en los años 1989 y 
2011 respectivamente, se encuentra el IDH de las siguientes regio-
nes: i. Central, formada por los departamentos de Sacatepéquez, 
Chimaltenango y Escuintla, con valores en su IDH de 0.55 y 0.598 
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puntos en los años 1989 y 2011 respectivamente; ii. Nor-Oriental, 
compuesta por los departamentos de Izabal, Zacapa, Chiquimula 
y El Progreso, con un IDH de 0.54 en el año 1989 y de 0.564 en el 
año 2011; y iii. Sur-Oriental, formada por los departamentos de 
Santa Rosa, Jalapa y Jutiapa, con valores en su IDH de 0.53 puntos 
en 1989 y 0.555 puntos en el año 2011. Estas regiones registran 
un leve crecimiento en esos 22 años de 8.7 por ciento ó 0.4 por 
ciento anual la primera; 4.4 por ciento en esos 22 años ó 0.2 por 
ciento anual la segunda; y 4.7 por ciento en el mismo período ó 0.2 
por ciento anual la tercera.

•	 Entre 17.2 y 24.5 por ciento por debajo de los IDH de la región me-
tropolitana en 1989 y 2011 se ubica el IDH de otras dos regiones 
geográficas del territorio nacional: i. Sur-Occidental, constituida 
por los departamentos de Totonicapán, Sololá, Quetzaltenango, 
Retalhuleu, Suchitepéquez y San Marcos, con IDH de 0.51 en 1989 
y 0.531 en el año 2011; y ii. Petén, compuesta por el departamen-
to del mismo nombre y valores en su IDH de 0.55 y 0.524 en los 
años 1989 y 2011 respectivamente. La primera de estas regiones 
muestra un leve crecimiento durante este período de 4.7 por cien-
to ó 0.2 por ciento anual; y la segunda un leve decrecimiento de 
también 4.7 por ciento ó 0.2 por ciento anual.

•	 Muy por debajo de este comportamiento se encuentran las dos 
regiones restantes del país, las que constituyen los casos más dra-
máticos por la notable situación de desigualdad y de exclusión que 
presentan, son las regiones: i. Nor-occidental, constituida por los 
departamentos de Huehuetenango y Quiché; y ii. Norte, compues-
ta por los departamentos de Alta y Baja Verapaz.   Ambas regiones 
registran los más bajos valores en sus Índices de Desarrollo Hu-
mano en todo el período considerado, lo cual las identifica como 
las regiones más excluidas de las oportunidades de desarrollo de 
todo el país.     
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F.	 Índice de Desarrollo Humano por condición Étnica

Un tercer escenario que muestra la desigualdad social en Guatemala se 
relaciona con la condición étnica. Aunque la simplificación de calificar di-
cha condición con la dicotomía indígena-no indígena oculta distinciones 
de exclusión dentro de cada una de estas categorías, para los efectos del 
presente estudio es suficiente examinar la desigualdad de oportunida-
des entre ambas categorías.  En la gráfica 6 se presentan los valores del 
IDH de las poblaciones indígena y no indígena.  Puede observarse que la 
diferencia de IDH en 1989 entre población indígena (0.429) y no indíge-
na (0.593) registraba un intervalo de 0.164 puntos, equivalente al 27.7% 
menor en el IDH indígena que el IDH no indígena, y aunque en ambas 
poblaciones se registró un leve crecimiento entre 1989 y 2011 (0.29% 
anual en la población no indígena y 0.51% anual en la población indíge-
na) en 2011 ese intervalo solamente se acortó a 0.146 puntos, equivalente 
a 23.2%. Tales consideraciones significan que a lo largo del período que 
nos ocupa la población indígena no ha visto mejoramientos sustantivos 
en las oportunidades de desarrollo que hipotéticamente debería  haber 
creado el régimen democrático prevaleciente y debería haber promovido 
el gobierno después de la firma de los acuerdos de paz; sobre todo uno 
de los acuerdos  que tuvo gran acogida nacional e internacional por la re-
levancia que tenía para un alto porcentaje de la población históricamente 
excluida, el  Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indíge-
nas (URL-MINUGUA 1997).  



Vinicio González

184

Gráfica 6

Fuente: Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de los años respectivos y Anexo Estadístico del 
presente estudio

Al descomponer el IDH por condición étnica en los subíndices de Salud, 
Educación e Ingresos es posible formular diversas consideraciones en tor-
no a la situación de exclusión de oportunidades de la población indígena. 

En efecto en las gráficas 7, 8 y 9 se muestra la descomposición del IDH en 
sub-índices por condición étnica. En las tres gráficas puede observarse 
los valores inferiores que presentan el desarrollo de la salud, los ingresos 
y la educación en la población indígena, aun cuando en el caso de la salud 
esa diferencia es mínima.

a)	 El Sub Índice de Salud

El subíndice en salud, de acuerdo con la condición étnica de la población, 
denota una situación más alta y más cercana a la equidad. En promedio 
para los tres años considerados  el sub índice en salud de la población 
indígena es relativamente alto (0.760) y se ubica a muy poca distancia del 
promedio que refleja ese índice para la población no indígena (0.798). 
Además, la diferencia de los valores del IDH en salud de la población in-
dígena en el período considerado, con respecto al valor del índice en la 
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población no indígena se ubica entre 4.5 y 4.7 por ciento en todo el pe-
ríodo. Como se indicó en el apartado que examina el IDH en salud de la 
distribución poblacional por áreas residenciales, el impacto menos dis-
criminativo de los programas de salud, sobre todo los que inciden en la 
disminución de las tasas de mortalidad neonatal, infantil y de menores de 
cinco años, por la vía de la vacunación y los complementos alimentarios, 
así como los que inciden en las tasas de mortalidad materna, han dejado 
huella en el mejoramiento de este índice en ambas poblaciones. 

Gráfica 7

Fuente: Elaboración propia con base en los Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de los años respec-
tivos y del Anexo Estadístico del presente estudio.

b)	 El Sub índice de Ingresos.

La gráfica 8 muestra que durante el período considerado no se han modi-
ficado prácticamente los valores de los ingresos para ambos grupos étni-
cos, conservando la asimetría desfavorable a la población indígena en un 
promedio de 25 por ciento. La situación de los ingresos es desfavorable 
para un amplio sector de la población guatemalteca, sobre todo la que 
reside en el campo y en los asentamientos de las zonas urbanas, pero esta 
condición es aún más inequitativa en la población indígena. 
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Gráfica 8

Fuente: Elaboración propia con base en los Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de los años 
respectivos y del Anexo Estadístico del presente estudio.

En efecto, el componente de ingresos del IDH en la población no indígena 
presenta valores de 0.568, 0.572 y 0.570 puntos en los años 2000, 2006 
y 2011 respectivamente, registrando un bajísimo crecimiento entre los 
años 2000 y 2011 equivalente a 0.35 por ciento ó 0.03 por ciento anual. 
El componente de ingresos del IDH en la población indígena presenta va-
lores menores a los anteriormente indicados: 0.425, 0.433 y 0.452 pun-
tos en esos mismos años, registrando también un bajo crecimiento en ese 
período, aunque un poco más alto que el de la población no indígena, que 
equivale a 6.35 por ciento ó 0.57 por ciento anual. Sin embargo, la dife-
rencia de valores entre los sub índices de ingresos de ambas poblaciones 
que alcanza 25.2 por ciento en el año 2000, 24.3 por ciento en el año 
2006 y 20.7 por ciento en el año 2011, ilustra esa persistente conserva-
ción de la brecha en materia de ingresos entre ambas poblaciones.   
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c)	 El sub índice de Educación

Por último, el subíndice de Educación (Gráfica 9) muestra una grave si-
tuación de inequidad asociada a la condición étnica. El índice de desa-
rrollo humano en el campo de la educación para la población indígena 
denota a comienzos del período considerado la mitad del valor de ese 
mismo índice entre la población no indígena; situación que prácticamen-
te persiste a finales de dicho período.

En efecto, el componente de educación del Índice de Desarrollo Humano 
de la población no indígena presenta valores, aunque internacionalmen-
te bajos, muy superiores al promedio nacional. A nivel nacional este com-
ponente registra los siguientes valores: 0.357 en el año 2000, 0.419 en el 
año 2006, y 0.452 en el año 2000. La población no indígena registra, en 
esos mismos años, los valores de 0.451, 0.501, y 0.531 respectivamente; 
es decir, los valores del sub índice de educación de la población no indíge-
na están entre 20.8 por ciento en el año 2000 y 14.9 por ciento en el año 
2011, por encima del promedio nacional. 

Esta situación es negativamente más dramática cuando se compara la 
distancia entre los valores del IDH en Educación de la población indígena 
y no indígena. Los valores de dicho componente del Índice de Desarrollo 
Humano de la población indígena son notablemente inferiores a los de 
la población no indígena. En el año 2000 el componente de educación en 
la población indígena, que fue de 0.215 puntos, representó el 52.3 por 
ciento del valor de ese componente en la población no indígena, que fue 
de 0.451 puntos. En el año 2011 ese mismo componente registró un va-
lor de 0.319, equivalente a casi 40 por ciento (39.9 %) del componente 
de educación en la población no indígena, que registró un valor de 0.531 
puntos.  Aunque el crecimiento de dicho sub índice en el período de 11 
años ha sido mayor en la población indígena (48.4 por ciento ó 4.4 por 
ciento anual) que el crecimiento en la población no indígena (17.7 por 
ciento ó 1.9 por ciento anual), la brecha de desigualdad en materia edu-
cativa continúa siendo muy grande.  
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Gráfica 8        

Fuente: Elaboración propia con base en los Informes de Desarrollo Humano de Guatemala de  los años respe-
tivos y en el Anexo Estadístico del presente estudio

3.	 CONSIDERACIONES FINALES SOBRE LA DESIGUALDAD 
SOCIAL EN GUATEMALA.

Como ha sido mostrado histórica y empíricamente, en la sociedad gua-
temalteca prevalece la desigualdad y exclusión social. Esta condición es 
aún más grave que la pobreza extrema y no  extrema porque no solamente 
afecta a más de la mitad de la población (entre indígenas y no indígenas 
marginados) que ha sido mantenida excluida de la justicia social y de las 
oportunidades del desarrollo desde la época colonial y por consiguiente 
condenada a sufrir la privación de bienes y servicios básicos para disfrutar 
de una vida digna, sino además -y esto hay que subrayarlo en el contexto 
de los objetivos del presente estudio- porque deslegitima al régimen polí-
tico y de convivencia democrático y fortalece la cultura de desconfianza de 
la población entre sí y con respecto a las instituciones de la democracia.



Debilidades de la Democracia en Guatemala

189

En efecto, aun cuando las bases de la legalidad del régimen democrático se 
han mantenido y se han fortalecido relativamente con la continuidad de los 
procesos electorales y la percepción poblacional media, de que durante es-
tos treinta años se han llevado a cabo elecciones generales limpias y no frau-
dulentas, así como con el funcionamiento aceptable de las instituciones de 
control de la democracia, la legitimidad o validez histórica, racional y ética 
del régimen democrático no se está alcanzando. La legitimidad del régimen 
democrático descansa en el logro progresivo de concreción de sus principios 
y valores éticos que le dan sustento racional e histórico a este régimen po-
lítico y de convivencia, frente a los principios y valores del régimen autori-
tario anterior. Entre esos principios y valores éticos democráticos destacan, 
además de la libertad, la tolerancia y la fraternidad, el principio constitucio-
nal del bien común que debe prevalecer sobre los intereses particulares; y, 
asociados con éste, los principios de igualdad de todos los individuos ante la 
ley, e igualdad de oportunidades de desarrollo para todos los individuos. La 
concreción progresiva de estos principios y valores democráticos no se ha 
logrado. La percepción de esta inconsistencia del régimen democrático en la 
población guatemalteca se traduce en un precario apoyo al régimen y en una 
virtual insatisfacción con la democracia, tal como ha sido detectado por los 
estudios sobre Cultura Democrática de ASIES  y por las encuestas seriales 
de Latinobarómetro . En consecuencia, la conservación y desatención de la 
desigualdad y exclusión social horadan progresivamente el régimen demo-
crático y favorecen la tentación de un retorno al autoritarismo.   

Por otra parte, la cultura de la desconfianza de los guatemaltecos entre sí 
y con respecto a las instituciones democráticas se relaciona directamen-
te con la desigualdad social. Esta condición, también persistente en toda 
América Latina, pero muy acentuada en Guatemala, es distinta a lo que 
ocurre en otros continentes, especialmente en Europa, tal como lo han 
detectado las encuestas “barómetro” de Europa, Asia y América Latina: 
“Mientras en América Latina 8 de cada diez ciudadanos no confían en el 
‘otro’, en los países nórdicos 8 de cada diez ciudadanos sí confían en el 
‘otro’” (Latinobarómetro 2015b). Sólo en un bajo porcentaje los guate-
maltecos confían entre sí y sólo una baja proporción lo hace en las ins-
tituciones democráticas. Inicialmente se había considerado que el creci-
miento económico y la disminución de la pobreza incidirían en un mejo-
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ramiento de la confianza en América Latina, pero no obstante el éxito de 
las políticas públicas orientadas hacia esos objetivos en varios países, el 
nivel de desconfianza se mantuvo. No fue sino hasta que la participación 
ciudadana -en forma de protesta- alentada por los mismos principios de 
la democracia, denunció públicamente la realidad de la desigualdad so-
cial, cuando se cobró conciencia internacional de lo intolerable de man-
tenerla en las sociedades democráticas. 

La confianza entre personas se basa en “la creencia de que existen reglas 
comunes, iguales para todos, que son respetadas, incluso cuando nadie 
está mirando”, pero en Guatemala las reglas no son iguales para todos, 
lo cual se manifiesta en la atención selectiva para algunos (tráfico de 
influencias),en la perpetuación de obstáculos estructurales de acceso a 
la educación y la salud de niños, jóvenes y familias rurales y marginales 
(pobreza y pobreza extrema), en la evasión de la justicia por soborno o 
alta posición social (impunidad), en la evasión de impuestos y pago de 
sobornos (corrupción), etc.   A nivel individual la relación entre descon-
fianza y desigualdad social se manifiesta en el irrespeto de la población 
a las normas en general, como un mecanismo de disminución de la des-
igualdad “pasando por encima de todas las reglas si es necesario” (Lati-
nobarómetro 2015b: 3 ), lo cual da pie posteriormente a la desconfianza 
en las instituciones, por las prácticas toleradas de provecho personal, 
que progresivamente  van configurando una especie de cultura del frau-
de social. “Es la pequeña corrupción de las costumbres -afirma el estudio 
sobre la Confianza en América Latina 1985-2015- sobre la que se basa la 
corrupción que penetra los Estados y el sector privado” (Latinobaróme-
tro 2015b: 3).

De manera que la desigualdad no solamente horada la legitimidad demo-
crática en sus fundamentos éticos, sino que debido a la desconfianza que 
engendra la inequidad en el cumplimiento de las normas y reglas sociales 
configura un tipo de soberanía incompleta de los ciudadanos, ya que la de-
cisión de éstos sólo se respeta en los sufragios electorales, pero no en las 
decisiones de equidad y justicia social, que se “saben tomadas bajo cuatro 
paredes, no necesariamente en beneficio de todos, sino demasiadas veces 
en beneficio de quienes las toman” (Latinobarómetro 2015b: 26 )                                      



VII.  CORRUPCIÓN Y VIOLENCIA DELINCUENCIAL: 
DESAFÍOS URGENTES PARA LA DEMOCRACIA

Dentro del recuento de factores históricos relacionados con la evolución 
del régimen democrático en Guatemala, quedaron pendientes dos situa-
ciones problemáticas que se han exacerbado a lo largo de este período 
de treinta años y de las cuales se ha cobrado mayor conciencia recien-
temente: la corrupción generalizada y la violencia delincuencial. Ambas 
situaciones están relacionadas con el relevo del autoritarismo sin una 
sustitución plena y eficaz, y el nacimiento de un nuevo régimen de orde-
namiento político y de convivencia que no alcanza a finalizar su etapa de 
transición, en materia de participación social en las grandes decisiones, 
ni de consolidarse en su sistema partidario e institucional. Este vacío o 
espacio de incertidumbre del quehacer del Estado frente a los desafíos 
nacionales e internacionales de enriquecimiento ilícito e inseguridad, se 
traduce en la falta de acciones y controles democráticos para contener el 
desbordamiento de ambos problemas. La incidencia de los mismos afecta 
directamente la seguridad de los guatemaltecos, así como la percepción 
que éstos tienen de la eficacia del régimen democrático para atender los 
peligros que ponen en riesgo la vida y las actividades productivas cotidia-
nas de la población; pero desde el punto de vista de la consolidación de la 
democracia, ponen en riesgo la credibilidad en la eficiencia del régimen y 
de sus instituciones para impartir justicia pronta y cumplida.    

1.	 CORRUPCIÓN  INSTITUCIONALIZADA

Los gobiernos militares que dirigieron el país durante el conflicto armado 
aprendieron a utilizar la corrupción como método de convertir lo ilegal 
en legal en los diversos campos en que operó la contrainsurgencia como 
estrategia de guerra interna (Torres-Rivas, 1997: 72).Las violaciones a 
los derechos humanos no podrían haberse llevado a la práctica fácilmen-
te si no se hubiera tomado y corrompido el Sistema de Justicia. Asimismo, 
las leyes represivas en contra de la población civil, creadoras de autori-
dad militar entre finqueros y hacendados, y generadoras de las patrullas 
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de autodefensa civil, así como creadoras de leyes enriquecedoras ilícitas 
por medio de nuevos propietarios en la franja transversal del norte y en 
otras localidades del departamento de Petén, sólo se hizo fácilmente po-
sible con la toma y corrupción del Organismo Legislativo. Al abrirse el 
período democrático (Torres-Rivas, 1997: 73) los principales estrategas 
y operadores del Estado Contrainsurgente salieron de la escena pública 
política y se ubicaron en los lugares clave para el enriquecimiento ilícito 
y la compra de voluntades: el Sistema de Aduanas (puertos, aeropuertos 
y pasos terrestres) y Fronteras del país. Desde esa fecha datan las orga-
nizaciones criminales que, por medio de la corrupción, han creado redes 
de contrabando de mercaderías y personas, de narcotráfico y trasiego de 
armas y municiones, etc.

El nuevo Estado democrático, desde sus orígenes en 1985, no fue capaz 
de frenar esta irrupción dislocada del Estado anterior. Las instituciones 
creadas para el afianzamiento de la paz (los Fondos para la Paz), las insti-
tuciones contraloras del Estado, los sindicatos de otrora gran prestancia 
social, la burocracia profesional, etc. una a una fueron cayendo bajo la 
vorágine de la corruptela. Las leyes creadas para impulsar los cambios 
institucionales requeridos por la democracia, pronto se convirtieron en 
medios favorables para la corrupción. Baste mencionar en este sentido 
la Ley de Consejos de Desarrollo, manipulada a su antojo por diputados, 
gobernadores y alcaldes; la creación de Fondos Sociales (FIS, FONAPAZ, 
FSDC, etc.) pronto convertidos en botines de enriquecimiento de funcio-
narios y contratistas del Estado; la Ley de Compras y Contrataciones del 
Estado, plagada de obstáculos dentro de una notable discrecionalidad del 
tiempo, utilizada más bien para justificar las compras por excepción; la 
ley de Servicio Civil que ni la ONSEC es capaz de cumplir, etc.

La institucionalización de la corrupción llegó a ser tan evidente que a pe-
sar de la férrea oposición interna de políticos, abogados y columnistas de 
prensa, los gobiernos de Portillo, Berger y Colom, después de largos pro-
cesos de discusión, lograron darle vida a la Comisión Internacional Con-
tra la Impunidad en Guatemala (CICIG), por medio de la cual están siendo 
develadas -como afirmó un día el Ex Vicepresidente Eduardo Stein- las 
múltiples “gusaneras” que existen en el país.
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El impacto de la CICIG no solamente ha dejado al descubierto las redes 
de corruptos y defraudadores del fisco y de varias instituciones públi-
cas, logrando el procesamiento y encarcelamiento del ex Presidente Pé-
rez Molina, la ex Vicepresidenta Roxana Baldetti y más de una docena de 
altos funcionarios de gobierno y diputados del Congreso, sino que está 
incidiendo en la conciencia ciudadana para el ejercicio del derecho de 
fiscalización y denuncia de las debilidades y controles de la democracia.

En efecto, dos sucesos históricos marcan el surgimiento de esta nueva 
etapa de esperanza y expectativas sobre el futuro de la democracia guate-
malteca: los exitosos golpes a la corrupción y la impunidad logrados por 
la CICIG en el año 2015, y el renacer de las protestas ciudadanas contra la 
corrupción, después de varios años de letargo.

El 16 de abril de 2015 la CICIG y el Ministerio Público capturaron a 19 
personas señaladas de defraudación aduanera, abriendo con esta acción 
el caso de “la línea”, en el que se señaló inicialmente como cabecilla al 
Secretario Privado de la Vicepresidencia, Juan Carlos Monzón, en ese mo-
mento dado a la fuga. Las investigaciones posteriores señalaron como 
auténticos cabecillas a la Vicepresidenta, Roxana Baldetti, quien ante las 
evidencias y la presión ciudadana iniciada el 25 de abril (primera protes-
ta), renunció el 25 de mayo, y fue detenida el 21 de agosto; y al Presidente 
de la República, Otto Pérez Molina, a quien el Ministerio Público pidió se 
le retirara el derecho de Antejuicio el mismo día en que fue detenida Bal-
detti, luego Pérez Molina dimitió el 2 de septiembre y unos días después 
fue detenido y ligado a proceso.

En esta cruzada contra la corrupción, iniciada por la CICIG y el Ministerio 
Público, irrumpió como actor de primera magnitud la ciudadanía guate-
malteca. A partir del 25 de abril de 2015 las manifestaciones de protes-
ta se sucedieron prácticamente todos los fines de semana hasta lograr el 
objetivo inmediato de las renuncias de la Vicepresidenta y del Presidente 
de la República. Estas manifestaciones  destacaron por haber sido multi-
tudinariamente progresivas  en la ciudad de Guatemala y en gran parte 
de cabeceras departamentales, y por haber sido convocadas por varios 
ciudadanos a través de las redes sociales, posteriormente reforzadas con 
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el apoyo de colectivos sociales organizados. Entre estas manifestaciones 
destaca, además de las primeras de los meses de abril y mayo, la del 27 de 
agosto, que fue tumultuaria y se vio acompañada de un paro nacional de 
varias actividades comerciales. Pérez Molina dimitió una semana después.  

Una descripción detallada de la composición de estas manifestaciones 
fue expuesta por Edgar Gutiérrez (2015: 89) en la Revista Análisis de la 
Realidad Nacional, del Instituto de Problemas Nacionales de la Univer-
sidad de San Carlos de Guatemala:  “La concentración del sábado 25 (de 
abril) fue multitudinaria y ejemplar. Ordenada, educada, sin incidentes y 
con un objetivo claro: que Baldetti y Pérez renuncien…Núcleos familia-
res, grupos de amigos, de oficina, vecinos y aulas comenzaron a confluir 
hacia la Plaza Central antes de la hora prevista, desde los cuatro puntos 
cardinales. Enormes contingentes de jóvenes manifestaban por primera 
vez; han tomado confianza y perdido el miedo. Alrededor de 10 mil es-
tudiantes de la USAC caminaron desde la Ciudad Universitaria y se les 
unió mucha gente en el trayecto. La gente portaba sus cartulinas escri-
tas a mano y vestían casualmente bajo un sol escondido pero abrasador. 
Sonaban pitos, bocinas, trompetillas y cacerolas. Alzaban orgullosos y 
con coraje banderas de Guatemala. En más de una ocasión se cantó con 
emoción, el Himno Nacional. Y la consigna que (l)os encendió era ‘¡fuera! 
¡fuera! ¡fuera!’, al tiempo que cada quien alzaba la frente ante el Palacio, 
símbolo del poder político, y flexionaba su brazo imperativamente”.     

A partir de este primer caso, la CICIG y el MP develaron nuevos casos de 
corrupción en los que fueron capturados otros funcionarios públicos de 
alto nivel, empresarios, empleados intermedios, sindicalistas, etc. Desta-
can los casos de contratación irregular y corrupta de empresas provee-
doras de servicios y medicamentos del Instituto Guatemalteco de Segu-
ridad Social, lavado de dinero y oros activos, etc. El programa de la CICIG 
y el Ministerio Público contempla, entre otros objetivos, la investigación 
de otros focos de corrupción, una elevada formación y capacitación del 
personal del MP, incluyendo transferencias cognoscitivas y tecnológicas 
de la CICIG, y el apoyo para la reforma del Organismo Judicial.
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Sin duda se trata de la inauguración de una nueva etapa de desarrollo de 
la democracia, en la que la sociedad civil y, particularmente los ciudada-
nos demócratas, deberían aprovechar procurando que el Estado depure 
las instituciones-soporte de la democracia -especialmente el Organismo 
Judicial, el Sistema de Partidos Políticos, el Congreso de la República y los 
organismos de control- y desentrampe la ruta de transición social y con-
solidación política hacia un régimen político democrático eficaz y eficien-
te. En esta nueva etapa habría que plantearse objetivos más amplios y 
elevados en torno a la democracia, así como considerar que la fase espon-
tánea de la participación ciudadana, por medio de las manifestaciones 
públicas, debe continuar. pero de manera organizada y planificada para 
alcanzar objetivos estratégicos que fortalezcan al régimen democrático.

Sobre este particular cobra relevancia la interesante reflexión de Jorge 
Mario Rodríguez (2015: 221) cuando se pronuncia en torno al cambio en 
la conciencia ciudadana, a propósito de “Un proceso destituyente en mar-
cha”. ”Los que han participado de los recientes movimientos ciudadanos 
-afirma Rodríguez- podrán dar testimonio del voltaje emancipador que 
anima cada consigna, cada grito, cada mensaje demoledor que circuló por 
las redes. La diversidad de las demandas, las denuncias y las reflexiones 
hace patente que la ciudadanía no reduce la crisis a un aislado episodio 
de corrupción. Ya no se trata tan siquiera del escándalo que hace emer-
ger el ‘gobierno invisible’ que alguna  vez denunciara Norberto Bobbio. 
Se trata más bien de la crisis de la dictadura invisible de élites que han 
pervertido la política para recrear sus intereses. Se trata de un reclamo 
ciudadano que demanda la dignificación integral de la sociedad en la que 
vivimos. Ahora bien, cuando un movimiento ciudadano de intensidad tal, 
gira alrededor de la dignidad, éste se convierte en una revolución ética. 
Por esta razón se protesta no sólo contra el latrocinio público sino contra 
los poderes económicos y mediáticos que visualizan el Estado, no como 
la encarnación del bien común, sino como un puesto de mando destina-
do a consolidar y crear nuevas fortunas. El actual movimiento ciudada-
no constituye una lucha revolucionaria por la dignidad. La dignidad es la 
conciencia del propio valor que se objetiva, por un lado, como respeto a 
sí mismo y, por otro, como respeto al prójimo.” 
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Pero para mantenernos en el tema de la corrupción, lo importante del 
aporte invaluable de la CICIG y del Ministerio Público, catalizado oportu-
namente por el movimiento cívico ciudadano, es el develamiento de un 
grave problema que durante décadas se había mantenido oculto a la con-
ciencia ciudadana, no obstante su conocimiento intuitivo y práctico que 
de él se ha tenido durante mucho tiempo. A partir de ese despertar de la 
conciencia ciudadana y de la continuidad de la acción de la CICIG y del 
Ministerio Público en torno al desmantelamiento de las redes criminales, 
se esperarían importantes cambios positivos en las organizaciones insti-
tucionales de la democracia y en el comportamiento crítico-responsable 
de los ciudadanos demócratas para el fortalecimiento de este régimen.                                            

             
2.	  VIOLENCIA DELINCUENCIAL    

El otro problema que irrumpió abiertamente con la apertura democráti-
ca fue la violencia delincuencial. La violencia anterior en Guatemala ha-
bía sido producto del conflicto armado y, particularmente de la estrategia 
contrainsurgente impulsada en el norte y occidente del país. La informa-
ción reconstruida por la Organización de las Naciones Unidas en Guate-
mala y por el Arzobispado Guatemalteco, con testimonios de actores y 
familiares de las víctimas del conflicto son claras y contundentes sobre 
este particular. 

Sin embargo, a partir de la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera en 
1996, se comenzaron a disparar los indicadores de violencia delincuen-
cial. Las causas de esta irrupción están ligadas al ámbito internacional: 
auge del narcotráfico colombiano, retorno postconflicto de poblaciones 
nacionales, deportación de delincuentes juveniles de Estados Unidos, en-
tre otras; y al ámbito nacional: población rural desarraigada postconflic-
to, aceleración de migraciones campo-ciudad, incremento acelerado de 
la pobreza extrema en áreas urbanas y rurales, cambio en la orientación 
de las pandillas juveniles (de la lucha y pertenencia territorial a la prác-
tica cotidiana de actividades abiertamente delincuenciales), formación 
de grupos del crimen organizado, a menudo relacionados con las redes 
delincuenciales del contrabando en aduanas y el narcotráfico.       
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En el siguiente cuadro 1 puede observarse la evolución que ha tenido la 
tasa de homicidios en Guatemala, desde el año 2000 a la fecha. Entre los 
años 2005 y 2010 Guatemala ocupó uno de los primeros diez lugares del 
mundo en materia de violencia delincuencial, particularmente en lo que 
a tasas de homicidios por 100,000 habitantes se refiere.

Cuadro 1

GUATEMALA: HABITANTES, NÚMERO DE HOMICIDIOS Y TASA DE HOMICIDIOS 
POR 100,000 HABITANTES EN EL PERÍODO 2000-2014

AÑO HABITANTES 
REPÚBLICA

NÚMERO DE 
HOMICIDIOS

TASA POR 
100,000 

HABITANTES
2000 11,255,403 2,904 25.9
2001 11,503,653 3,230 28.1
2002 11,791,136 3,630 30.8
2003 12,087,014 4,237 35.1
2004 12,390,451 4,507 36.4
2005 12,700,611 5,338 42.0
2006 13,018,759 5,885 45.2
2007 13,344,770 5,781 43.3
2008 13,677,815 6,296 46.0
2009 14,017,057 6,503 46.4
2010 14,361,666 5,967 41.5
2011 14,713,763 5,681 38.6
2012 15,073,375 5,155 34.2
2013 15,438,384 5,253 34.0
2014 15,806,675 4,998 31.6

Fuente: Elaboración propia con información oficial de la PNC, INE y SAE-SIE para el período 2000-2010; y del 
Sistema Nacional de Seguridad para el período 2011-2014.
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Los dos siguientes indicadores de la violencia delincuencial que se pre-
sentan en el cuadro 2 dicen relación con los homicidios en mujeres y en 
menores de edad.   

Cuadro 2

GUATEMALA: TASAS DE HOMICIDIOS POR 100 MIL HABITANTES SEGÚN SEXO Y 
GRANDES GRUPOS DE EDAD DE LA POBLACIÓN. 2001-2010

Sexo 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
Ambos sexos 28.1 30.8 35.7 36.4 42.0 45.2 43.3 46.0 46.4 41.5
Hombres 51.9 57.4 65.1 66.2 77.6 83.1 79.7 84.1 84.6 75.3
Mujeres 5.2 5.3 6.2 7.9 8.0 9.1. 8.6 9.8 10.0 9.4
Grupos de Edad
Todas las edades 28.1 30.8 35.7 36.4 42.0 45.2 43.3 46.0 46.4 41.5
De 18 y más años 52.6 56.3 64.1 66.3 77.4 82.7 79.4 83.3 83.5 74.3
Menores de 18 años 4.4 5.9 6.4 6.6 6.5 7.1 6.3 7.4 7.5 6.7

Fuente: Elaboración propia con información oficial de la PNC,  INE y SAE-SIE para el período 2000-2010.

En relación con el comportamiento de las tasas de homicidios por sexo, 
puede observarse que entre los años 2001 y 2010 la tasa de homicidios 
masculina aumentó de 51.9 a 75.3 por 100 mil varones, lo cual indica un 
crecimiento de 45 por ciento en estos diez años considerados. La tasa de 
defunciones de mujeres por violencia delincuencial aumentó proporcio-
nalmente más aún: Pasó de 5.2 a 9.4 por 100 mil mujeres, lo cual repre-
senta un crecimiento de 81.8 por ciento en ese mismo lapso de tiempo.  En 
cuanto al comportamiento de las tasas de homicidios por grandes grupos 
de edad, puede anotarse que la tasa de homicidios de personas de 18 y más 
años de edad aumentó de 52.6 a 74.3 por 100 mil habitantes mayores de 
18 años, lo cual representa un incremento, en esos diez años, de 41.3 por 
ciento. La tasa de homicidios de menores de 18 años también aumentó de 
4.4 por 100 mil menores en el año 2001 a 6.7 por 100 mil menores en el 
año 2010, reflejando un crecimiento de52.3 por ciento en esa década.

La trayectoria mostrada por las tasas de homicidios por sexo y grandes 
grupos de edad en el período ilustrativo de 10 años, indica que las muje-
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res y los menores de edad están siendo incorporados rápidamente entre 
los nuevos sujetos de riesgo de la violencia delincuencial. Situación que 
es preocupante dada la mayor vulnerabilidad hipotética de estos nuevos 
grupos y la responsabilidad que tiene la sociedad y el Estado democrá-
tico de protegerlos de las tendencias expansivas e indiscriminadas del 
crimen común y del crimen organizado.        

Un cuarto indicador que muestra el comportamiento de la violencia de-
lincuencial se refiere a las tasas de incidencia por robo a cinco tipos de 
objetivos: residencias, comercios, peatones, vehículos y motos, y por las 
frecuencias de violaciones y secuestros.

En el siguiente cuadro 3 se observan las altas proporciones que registran 
los hechos delictivos contra la propiedad y los abusos contra las personas.

No obstante manifestarse altas tasas de incidencia por delitos contra la 
propiedad y abuso de las personas, en este lapso de 14 años se manifies-
tan descensos y ascensos en la frecuencia proporcional de estos hechos 
delictivos.

Cuadro 3
GUATEMALA: TASAS DE INCIDENCIA DELINCUENCIAL POR 100,000 HABITANTES, 

AÑOS: 2000- 2014

Años Homi-
cidios

Robo  
Residen-

cias

Robo  
Comer-

cios

Robo a 
peatones

Robo 
Vehícu-

los

Robo de 
Motos

Violacio-
nes

Secues-
tros

2000 25.9 19.5 18.1 34.4 63.0 12.6 3.3 0.2
2001 28.1 15.0 13.6 29.4 67.8 11.2 3.6 0.3
2002 30.8 12.8 13.8 26.0 73.4 12.0 3.1 0.4
2003 35.1 10.9 10.3 19.8 78.0 13.7 3.1 0.3
2004 36.4 8.8 9.3 25.4 67.8 11.3 2.9 0.4
2005 42.0 6.5 8.6 21.9 57.2 9.6 2.5 0.4
2006 45.2 5.5 8.0 14.5 44.3 10.7 2.2 0.4
2007 43.3 5.0 8.3 16.8 41.6 13.9 2.5 0.7
2008 46.0 5.6 7.8 13.8 43.0 21.0 3.0 1.6
2009 46.4 6.9 6.5 12.0 47.4 22.5 2.9 1.2
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2010      41.5 6.6 5.3 9.5 46.9 27.3 3.6 0.9
2011 38.6 6.8 4.9 10.2 49.8 31.4 3.9 0.8
2012 34.2 8.2 5.0 12.1 46.0 32.5 4.3 0.6
2013 34.0 7.7 4.8 11.6 37.4 36.6 4.4 0.3
2014 31.6 6.4 4.1 9.5 28.3 38.8 3.9 0.3

Fuente: Elaboración propia con información oficial de la PNC,  INE y SAE-SIE para el período 2000-2010; y del 
Sistema Nacional de Seguridad para el período 2011-2014.

La frecuencia de robos en residencias y en comercios son los tipos que 
más han descendido entre los años 2000 y 2014. Los robos en residencias 
descendieron de 19.5 a 6.4 por 100 mil habitantes o sea, una disminución 
en la frecuencia de robos de más de tres veces en el período considerado; 
y los robos en comercios bajaron de 18.1  4.1 por 100 mil habitantes, o 
sea bajaron más de 4 veces en el mismo lapso. Algo parecido, ocurrió con 
el robo de vehículos y con el robo a peatones. El primero descendió de 
63.0 a 28.3 por 100 mil habitantes (2.25 veces), y el segundo descendió 
también, de 34.4 a 9.5 por 100 mil habitantes (3.6 veces). El trayecto que 
marca el descenso en estos dos últimos tipos ha sido más irregular que el 
trazado por los dos primeros. 

Al inverso del comportamiento de los tipos anteriores, el robo de mo-
tocicletas y las violaciones han aumentado. El robo de motocicletas ha 
aumentado de 12.6 a 38.8 por 100 mil habitantes, un poco más de tres ve-
ces en 14 años; y las violaciones han aumentado de 3.3 a 3.9 por 100 mil 
habitantes. Los secuestros han mantenido tasas entre 0.2 y 0.3 por 100 
habitantes al comienzo y al final de período, exceptuando a mediados del 
mismo en donde se registraron tasas de 1.6 y 1.2 por 100 mil habitantes 
en los años 2008 y 2009 respectivamente.         

La incidencia delincuencial no mortal ha sido manejada de mejor manera 
por la Policía Nacional Civil; sin embargo los valores continúan siendo 
altos y las disminuciones y aumentos registrados por las tasas de inci-
dencia no dejan de ser erráticos dados los cambios de estrategias de la 
delincuencia organizada y la falta de continuidad en los planes de segu-
ridad del Estado.
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Por último, dos tipos de hechos delictivos ilustran el sombrío panorama 
de la seguridad en los años recientes del período democrático: El siste-
mático ataque de sicarios a buses urbanos y extraurbanos con una alta 
cauda de fallecidos y heridos, y el incremento incontrolable de las extor-
siones. Ilustrativamente se presentan a continuación algunos datos de 
ambos problemas.

En el cuadro 4 se presenta el número de víctimas mortales y heridas por 
ataques a buses urbanos y extraurbanos entre los años 2008 y 2010.

Cuadro 4

Guatemala: Víctimas de los ataques a buses urbanos y extraurbanos 2008-2010

Años Pilotos Ayudantes Pasajeros
Fallecidos Heridos Fallecidos Heridos Fallecidos Heridos

2008 112 49 24 49 97 262
2009 145 78 42 78 74 281
2010 137 136 72 83 81 333

Fuente: Elaboración propia con información oficial de la PNC (CECOIN) 2008-2010

  
Puede observarse que los pilotos y ayudantes de buses han sido el blan-
co de los ataques en los tres años considerados. Los pasajeros fallecidos 
y heridos son víctimas inocentes, alcanzados por las balas de los sica-
rios. La causalidad de este grave problema de seguridad, que comenzó 
el año 2007 y a la fecha no se ha resuelto sino que se ha incrementado, 
se pierde en la bruma de los conflictos internos entre transportistas, las 
extorsiones de las pandillas  delincuenciales, las rencillas de pilotos y 
ayudantes con algunos de sus colegas (a menudo ex pandilleros) y la 
eventual complicidad de algunos agentes policiales. Pero su existencia y 
agravamiento muestra sobre todo la incapacidad del sistema de seguri-
dad nacional (y por consiguiente del régimen democrático) para resol-
ver un problema suigéneris guatemalteco que ha contagiado también a 
la sociedad salvadoreña.
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Un segundo hecho delictivo, que preocupa sobremanera a toda la ciu-
dadanía guatemalteca es el problema de las extorsiones. En el siguiente 
cuadro 5 se presenta la evolución del número de extorsiones registra-
das por la Policía Nacional Civil entre los años 2007 y 2013. Aun cuan-
do la información que registra la Policía Nacional sobre el número de 
extorsiones sin duda subestima (por falta de denuncias) la realidad de 
este hecho delictivo, puede observarse el notable incremento en el nú-
mero de las mismas.  

Cuadro 5

Guatemala: Número de Extorsiones registradas por la PNC 2007-2013

Años No. de Extorsiones
2007 998
2008 1520
2009 1400
2010 2274
2013 3517

Fuente: Policía Nacional Civil (CECOIN) 2010-2013

Entre los años 2007 y 2013 se manifiesta un crecimiento de 252 por cien-
to en el número de extorsiones. La mayor parte de estas ocurren en los 
departamentos de Guatemala y Escuintla, sin que quede ninguna locali-
dad urbana y cabecera departamental exenta de esta amenaza. Las inves-
tigaciones de las agencias de inteligencia civil criminal y del Ministerio 
Público han identificado, desde hace varios años, que la mayor parte de 
extorsiones proviene del sistema penitenciario, en donde los líderes de 
la pandillas ahí recluidos giran instrucciones y diseñan estrategias para 
cometer este delito. Lo lamentable de esta situación es la incapacidad 
que nuevamente muestra el sistema de seguridad nacional para contener 
este ilícito desde las cárceles mismas y de impulsar programas preven-
tivos para evitar el engrosamiento y el poder delictivo de las pandillas 
juveniles delincuenciales.   
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Una vez mostrado un somero perfil empírico de la situación de inseguri-
dad que padece la sociedad guatemalteca en el actual período democráti-
co, es conveniente exponer las siguientes consideraciones. Además de los 
factores propiamente estructurales (internos y externos) de la violencia 
delincuencial, no cabe duda que las instituciones de seguridad interna 
en este período democrático han dejado mucho qué desear. En efecto, 
la Constitución de la República de 1985 no modificó la responsabilidad 
que le compete al Ejército de Guatemala en la conservación de la segu-
ridad pública, ni le asignó un rol protagónico a la institución policial. De 
esa cuenta el Ejército considera que además de la seguridad externa (la 
defensa) le compete constitucionalmente la seguridad interna (policial), 
pero no tiene ni los medios técnicos, ni la formación, ni el entrenamiento 
para asumir esa función. A lo sumo puede acompañar las tareas policiales 
para mejorar la percepción de la población en materia de seguridad. Por 
el otro lado, la institución policial ha carecido de los recursos, la profesio-
nalización y la disciplina para encargarse, de hecho, de esta función. Su 
refundación, como Policía Nacional Civil, después de la firma del Acuer-
do de Paz Firme y Duradera, adoleció del reciclamiento de autoridades y 
agentes que habían pertenecido a la nefasta y corrupta institución ante-
rior; de esa cuenta la formación de nuevos policías, técnicamente prepa-
rados para garantizar la seguridad democrática se vio seriamente dañada 
desde el comienzo. La corrupción volvió a entronizarse como moneda 
de cambio entre las fuerzas policiales, a tal extremo que la población no 
le tiene confianza a su autoridad y le teme tanto como a los delincuen-
tes. Las estadísticas de inspectores y agentes policiales denunciados y 
consignados por la Inspectoría General de la PNC desde el año 2000 a la 
fecha es un claro indicador de este problema. Para agravar más esta si-
tuación, durante el gobierno de Pérez Molina se decidió disminuir a seis 
meses la formación básica policial, con lo que se ha logrado aumentar la 
proporción policía/habitante, a expensas de un producto que está cada 
vez más cercano a la profesionalización delincuencial. 

Los controles democráticos de las instituciones de seguridad durante 
este período de democracia formal han sido pobres e ineficaces. El go-
bierno de Colom que ha sido el único en planificar técnicamente las ame-
nazas, riesgos, vulnerabilidades y fortalezas de la seguridad democrática, 



Vinicio González

204

y en instituir el Sistema Nacional de Seguridad (con su Consejo y Secreta-
ría Técnica) se llevó los cuatro años de gobierno en estos afanes, pero no 
logró poner en práctica ningún plan de seguridad estratégica. El gobierno 
de Pérez Molina, que actuó bajo orientaciones autoritarias, instaló a golpe 
de tambor las instituciones del Sistema Nacional de Seguridad, todas al 
mando de militares, haciendo caso omiso de los conceptos y estrategias 
de la seguridad democrática, desarrollados durante el gobierno anterior. 

El combate activo y preventivo de la violencia delincuencial y la puesta 
en marcha de los principios, estrategias y tácticas de la seguridad demo-
crática moderna es una materia pendiente de abordar por el Estado de-
mocrático, ya que de su éxito depende la credibilidad en la eficacia del 
régimen político democrático representativo y la seguridad de sus habi-
tantes.     



VIII.  CONSIDERACIONES FINALES 
Y CONCLUSIONES PRELIMINARES

El proceso democrático guatemalteco cumplió treinta años de vigencia 
en el año 2015. Arrancó virtualmente con el golpe de Estado militar en 
marzo de 1982 y formalmente con la promulgación de la Constitución 
Política de la República en 1985; y se estima que tuvo su etapa de tran-
sición, como régimen político democrático representativo a partir de esa 
fecha, hasta el año de 1996 en que se firmó el Acuerdo de Paz firme y 
duradera poniendo punto final al conflicto armado que duró treinta y seis 
años. A partir de esa fecha se estima que dicho proceso entró en la fase 
de consolidación de la democracia en la que, con una serie de vicisitudes 
y de un virtual estancamiento se mantiene hasta el momento, aunque 
requiere drásticos y urgentes ajustes para superar los obstáculos que fre-
nan su evolución, a fin de renovar sus expectativas y evitar la regresión 
hacia los regímenes autoritarios del pasado. 

Como ya se indicó en la Introducción de la evaluación preliminar de este 
período de democracia formal, el recuento de hechos se dividió en dos 
momentos de ocurrencia simultánea: los que corresponden al régimen 
político democrático representativo (la transición y consolidación his-
tórica de la democracia, su institucionalidad y procesos electorales, y el 
sistema de partidos políticos vigente) y los que corresponden al régimen 
democrático de justicia social (evolución de la pobreza extrema y gene-
ral, discriminación y exclusión social, e Índice de Desarrollo Humano), 
ambos momentos estuvieron precedidos por la percepción social que 
manifiesta la población, a lo largo de este período, en torno a la demo-
cracia (apoyo a la democracia, satisfacción con la democracia, tendencias 
hacia el autoritarismo y vulnerabilidad de la democracia). 

De conformidad con el ordenamiento anterior, las siguientes conclusio-
nes preliminares han sido divididas en tres conjuntos que responden a la 
estructura de la presente evaluación, precedidas por una conclusión ge-
neral que nos merece la principal atención, resultante de este estudio. El 
primer conjunto se refiere a la percepción que la población guatemalteca 
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ha tenido de la democracia, desde 1996 hasta prácticamente el momento 
actual. El segundo conjunto se refiere al comportamiento que ha tenido el 
régimen político democrático representativo desde su transición del auto-
ritarismo a la democracia en 1985-1996, hasta la actual fase virtualmente 
estancada y en peligro de regresión, de consolidación de la democracia. El 
último conjunto dice relación con el régimen democrático de justicia social 
en el que la sociedad guatemalteca sufre de múltiples carencias.

1.	 CONCLUSIÓN GENERAL

Aunque en Guatemala las reglas básicas de la democracia política se res-
petan, tal como lo demuestran todas las elecciones generales ocurridas 
sin fraude desde 1985; asimismo, se vive el más largo período de vida 
democrática en la historia del país:  ya no se realizan oficial e impune-
mente  violaciones a los derechos humanos por parte del poder público 
y de alguna manera el Estado ya no reprime directamente  las libertades 
de organización, de expresión y de conciencia, el comportamiento y la 
participación política y social de la población guatemalteca no muestra 
mayoritariamente los rasgos básicos de una ciudadanía democrática, 
consciente de sus responsabilidades y derechos en la consolidación del 
régimen político democrático y en la construcción de un Estado demo-
crático promotor y garante de la justicia social. Esta falta de formación 
democrática ciudadana no sólo se manifiesta en la indiferencia por el fu-
turo de la democracia y en los bajos niveles de apoyo y satisfacción con la 
democracia, sino que impide a la población participar y exigir al Estado y 
a los sectores sociales que lo dirigen, la atención y solución a las grandes 
necesidades   materiales que persisten y afectan a una parte considerable 
de esa misma población, las cuales conviven con esa democracia y la limi-
tan por el lado del funcionamiento del Estado.

La carencia de formación demócrata ciudadana es el centro en donde gi-
ran los obstáculos a la consolidación de la democracia, al mejoramiento y 
eficacia de su institucionalidad, a la superación del deterioro del sistema 
de partidos políticos y a la construcción de un Estado promotor de la 
justicia social. No obstante  el reconocimiento de la posición estratégi-
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ca   que ocupa esa necesidad formativa, tal carencia no ha sido atendida 
seriamente por las instituciones democráticas, por los partidos políticos, 
ni por las instituciones educativas y culturales incluyendo las universi-
dades. Algunas entidades políticas y educativas como ASIES y FLACSO 
han promovido foros permanentes y encuentros formativos a nivel de 
partidos políticos, pero esos aportes no han trascendido el nivel “elitario” 
de las dirigencias partidarias ni han incidido en la formación ciudadana.

Sin demócratas no hay democracia reza una vieja sentencia de las demo-
cracias occidentales más estables; y eso para Guatemala es una adverten-
cia que no debe caer en saco roto.    

2. 	 PERCEPCIÓN DE LA POBLACIÓN SOBRE LA DEMOCRACIA 
GUATEMALTECA

2.1	Los indicadores analizados muestran que la democracia en Gua-
temala no dispone de un apoyo ciudadano adecuado que afiance 
su legitimidad sobre las formas autoritarias que irrespetan la dig-
nidad humana. Asimismo, muestran que sólo un bajo porcentaje 
de ciudadanos está satisfecho con la democracia vigente. Ambos 
rasgos de debilidad de la democracia probablemente se relacio-
nan con las carencias materiales que padece la población y con 
las expectativas frustradas que habría generado un Estado que no 
ha sido capaz de crear oportunidades para todos los ciudadanos, 
sino solamente para algunos. De ahí que en otros estudios se haya 
enfatizado que el Estado democrático guatemalteco, por ser débil, 
no cumpla a satisfacción con sus funciones básicas, pero que, a la 
vez, en la naturaleza de estos incumplimientos se ubican los esca-
sos recursos financieros que lo nutren, en los cuales reside gran 
parte de su debilidad; sus efectos reducen su calidad. Un poder sin 
recursos financieros y/o atados a intereses particulares configura 
un Estado débil

2.2	Sin embargo, la debilidad económica y política del Estado guate-
malteco no explica totalmente el comportamiento escéptico de 
la población con la democracia. Como se ha observado en la pre-



Vinicio González

208

sente exposición, la población guatemalteca no solamente parece 
ser la más proclive del subcontinente americano al autoritarismo, 
sino que además tal inclinación potencial tiende a reforzarse con 
la percepción de que el régimen democrático vigente no genera  
confianza en la ciudadanía, mostrando cuán vulnerable es en la 
opinión de un considerable porcentaje de la población que niega 
o no se pronuncia sobre el respeto a las garantías civiles, políticas 
y socio económicas. Inclinación y opinión política son tendencias 
del comportamiento humano que se incuban y desarrollan dentro 
de un contexto histórico cultural; es decir, en el ámbito de una cul-
tura política; de ahí que estimemos relevante incluir como factor 
explicativo del bajo nivel de apoyo ciudadano a la democracia gua-
temalteca las reminiscencias de la cultura política autoritaria, que 
ni el Estado moderno guatemalteco, ni los ciudadanos demócratas 
guatemaltecos han logrado superar  

2.3	Tal como se resume en otros estudios, la democracia guatemal-
teca enfrenta una tensión que la debilita porque todavía existen 
ciudadanos con rasgos autoritarios que viven en un clima con 
pretensión democrática. La sociedad guatemalteca, en la versión 
empírica que expresan sus ciudadanos, sugiere que mantiene 
todavía rasgos no expresamente autoritarios, pero tampoco de-
mocráticos. Hay diversas maneras de comprobarlo a partir de los 
resultados de diversas y numerosas encuestas sobre cultura po-
lítica. “Los comportamientos, los valores, las opciones, todo ello 
refleja poca consistencia democrática, desconfianza en las institu-
ciones, intolerancia, preferencia por los métodos y/o personajes 
fuertes, desconfianzas básicas”. “La conclusión es la existencia de 
ciudadanos que retienen conscientemente valores y normas no 
democráticas y/o con parentescos autoritarios”; esto no favorece 
la construcción de la democracia política.          
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3.	 COMPORTAMIENTO DEL RÉGIMEN POLÍTICO 
DEMOCRÁTICO REPRESENTATIVO

3.1	La Constitución vigente de la República de Guatemala contiene to-
dos los elementos conceptuales para la transición, construcción 
y desarrollo de la democracia. En la práctica, sin embargo, su ins-
trumentación y aplicación han sufrido diversas formas de incum-
plimiento, distorsiones y omisiones que amenazan con desviar los 
fines y deberes para los que se promulgó. Dos casos paradigmáti-
cos ilustran las distorsiones que han tenido los preceptos consti-
tucionales democráticos: la manipulación de los Consejos de De-
sarrollo y el uso de la trasferencia constitucional del presupuesto 
ordinario al régimen municipal.

	 El incumplimiento, las distorsiones y omisiones constitucionales 
se vinculan con la poca vigilancia y auditoria social que debería 
ejercer la población de su sistema democrático, relacionada a la 
vez con el bajo nivel de cultura política democrática para exigir el 
cumplimiento correcto de los instrumentos de democratización 
que establece dicha Constitución.               

3.2	Desde su instalación en 1986 a la fecha, la Corte de Constitucio-
nalidad ha tenido que  resolver múltiples recursos y amparos de 
inconstitucionalidad, siendo uno de los políticamente más rele-
vantes el que tuvo que decidir, positivamente en 1993, deteniendo 
el autogolpe de Estado de Jorge Serrano Elías y, negativamente en 
2001, con la aceptación inconstitucional de la candidatura para 
Presidente de la República del ex Jefe de Gobierno golpista Efraín 
Ríos Montt. 

	 Aun cuando la Corte de Constitucionalidad ha estado sujeta en 
varias ocasiones, durante estos últimos treinta años, a presiones 
gubernamentales o del partido político oficial y ha dictado fallos 
polémicos, su composición con magistrados designados por la 
academia y -de hecho- de la sociedad civil, dentro de una mayoría 
relativa de magistrados designados por los tres organismos del 
Estado, habría permitido que la mayoría de fallos se enmarquen 
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dentro del ordenamiento jurídico constitucional. A la fecha, sin 
embargo, convendría revisar el procedimiento de selección de 
parte de comisiones de postulación, debido a la vulnerabilidad 
que han mostrado a la corrupción y al tráfico de influencias.        

3.3	El papel que desempeña el Procurador de los Derechos Humanos 
en el fortalecimiento del sistema democrático es de gran relevan-
cia. Sin embargo, no hay que olvidar que sólo es un órgano de con-
trol, un luchador de defensa de los habitantes que hace todo su 
esfuerzo para que se cumpla lo que está estipulado en la Constitu-
ción Política de la República y en los documentos internacionales, 
especialmente en lo referente a los derechos de libertad, igualdad, 
solidaridad y justicia social, para que se hagan una realidad.

     	 Sin embargo, tanto las autoridades del Estado, como los ciudada-
nos no pueden dejar de reconocer que la Procuraduría de los Dere-
chos Humanos se ha ganado, en términos generales, en estos trein-
ta años de existencia, la distinción de ser considerada un punto de 
referencia sobre el comportamiento del Estado y de la sociedad en 
el cumplimiento de los compromisos de defensa de los derechos 
humanos de la población y del proceso de democratización. 

3.4	De manera semejante a lo ocurrido con las otras instituciones 
constitucionales de la democracia, el Tribunal Supremo Electo-
ral ha padecido de vicisitudes que le han restado credibilidad y 
legitimidad. Los magistrados electos de los primeros Tribunales 
supremos Electorales elevaron el nivel de credibilidad hasta el 
punto que los ciudadanos vieron en dicha institución un modelo 
de legalidad y honradez electoral hasta ese momento no visto en 
Guatemala. Sin embargo, con la introducción constitucional de las 
comisiones de postulación en 1993, las manipulaciones político 
partidarias sobre las entidades electoras de dichas comisiones ge-
neraron un proceso de deterioro que ha producido sesgos en la 
neutralidad, profesionalismo y ética de algunos de los magistra-
dos que han constituido los Tribunales de los siguientes años. El 
agravante que este problema arrastra es que ocurre en la dimen-
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sión más sensible y popularmente más conocida de la democra-
cia: el sufragio electoral, en donde la credibilidad y legalidad son 
fundamentales.

3.5	El Congreso de la República: Esta importante institución del Esta-
do requiere una profunda reforma, orientada a crear las condicio-
nes para ejercer una efectiva representación de los ciudadanos, 
que sean capaces de deliberar, orientar a la nación, consolidar el 
estado de derecho democrático, favorecer el ágil y seguro (legal) 
funcionamiento del mercado,  controlar las acciones del Ejecutivo 
y producir las leyes que necesita la nación y todos los ciudadanos. 
Esta reforma pasa por el sistema electoral y el sistema de partidos 
políticos.

3.6	El Organismo Judicial. La forma de integrar la Corte Suprema de 
Justicia es una de los  principales debilidades del funcionamien-
to del Organismo Judicial, la que unida a los procedimientos alta-
mente burocratizados de la administración de justicia, la falta de 
formación y actualización cognoscitiva de varios jueces y, sobre 
todo la vulnerabilidad del sistema judicial (procuradores, secreta-
rios, jueces, magistrados) a la tentación corruptiva impulsada por 
el crimen organizado, narcotráfico, gestores, políticos, etc. obsta-
culizan, si no impiden que la justicia sea pronta y cumplida.

	 Desde la fecha en que se firmaron los Acuerdos de Paz al presente, 
son pocos los avances sustantivos que ha tenido la reforma del 
Organismo Judicial. Varias comisiones de las Naciones Unidas han 
acompañado la elaboración de planes y programas de reforma, 
pero no ha sido sino hasta que la CICIG, con el apoyo del Ministe-
rio Público, las universidades del país y el Colegio de Abogados y 
Notarios de Guatemala, ha presentado iniciativas de reforma ante 
el Congreso de la República que se vislumbra una luz en el túnel.    

3.7	En cuanto al proceso electoral, el punto clave para comprender los 
bajos niveles de aceptación  y de legitimidad de los binomios gana-
dores en las 8 elecciones de Presidente y Vicepresidente de la Re-
pública durante estos últimos treinta años de democracia formal 
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es la magnitud del abstencionismo electoral y el comportamiento 
de los votos nulos y en blanco. En la trayectoria del abstencionis-
mo y de los votos nulos y en blanco en la segunda vuelta de las 
ocho últimas elecciones se observa que el nivel de abstencionismo 
aumenta y el de votos nulos y en blanco disminuye, conservando 
las tendencias observadas en la primera vuelta. 

	 Es conveniente considerar que la asistencia y participación de la 
población en los eventos electorales guatemaltecos, cuyos resulta-
dos expresan no solamente la voluntad ciudadana de elegir a las au-
toridades que durante cuatro años dirigirán el gobierno y el Estado 
nacional, sino que fundamentalmente denotan el uso de la forma 
más elemental de participación ciudadana, reflejan un bajo nivel de 
cultura política democrática y una falta de formación y orientación 
ciudadana, a cargo de las instituciones constitucionales y educati-
vas del Estado, así como de las organizaciones políticas.     

3.8  En relación al Sistema de Partidos Políticos destacan las siguien-
tes debilidades:

a)	 La expectativa de vida de los partidos que integran el actual 
sistema partidario guatemalteco es muy baja, si la duración 
media se compara con los sistemas de partidos políticos en 
Europa y los Estados Unidos, así como con naciones centroa-
mericanas, tales como Costa Rica y Honduras, o latinoamerica-
nas como Chile, Brasil, Argentina, Uruguay, México, etc.

b)	 La baja duración de vida partidaria está asociada con múlti-
ples carencias que van desde la poca importancia que le asig-
nan los directivos al incremento de la filiación ciudadana y su 
representación en la mayor parte del territorio nacional, con-
formándose con los mínimos que establece la Ley Electoral y 
de Partidos Políticos, hasta la indefinición de visiones -por no 
referirnos a ideologías- en torno al futuro de la nación y sus 
habitantes, a las oportunidades de vida y desarrollo, y a la for-
ma de gobernar y cohesionar a la nación.
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c)	 Dentro de ese amplio intervalo se perfilan las notables defi-
ciencias de democracia interna, formación ciudadana, in iden-
tidad de las bases sociales con los partidos (volatilidad), bajo 
nivel de lealtad de los candidatos con el partido y con los elec-
tores (transfuguismo), venta de ideales y de la organización 
partidaria a financistas privados, etc.

•	 En cuanto al desempeño partidario. Además de la baja expec-
tativa de vida de los partidos políticos guatemaltecos, su fun-
cionamiento se caracteriza por un bajo y oneroso desempeño 
electoral.

a)	 De las ocho elecciones generales que median entre 1985 y 
2015 ningún partido político que haya electo a un Presiente y 
un Vicepresidente  ha logrado repetir tal hazaña en la siguien-
te elección ni en las sucesivas. Con el agravante de que, en la 
conciencia colectiva, al final del período de gobierno, ha queda 
el sinsabor de las cosas mal hechas, la prepotencia funcionaria 
y los desfalcos impunes.

b)	 Aunque el voto de rechazo ha sido la forma tradicional de di-
rimir las elecciones, la cultura política del guatemalteco se 
hunde cada vez más en la desconfianza a la democracia, en el 
bajo apoyo a la misma, en la indistinción entre los regímenes 
autoritario y democrático, en la desesperanza de algún día al-
canzar la justicia y el desarrollo.  El bajo nivel de desempeño 
de los partidos, en la llanura y dentro del gobierno, sin duda 
alguna es responsable del comportamiento indiferente de los 
guatemaltecos ante el régimen político representativo demo-
crático, ya no digamos frente a su baja capacidad de exigencia 
por el mejoramiento de la justicia social.

c)	 El desempeño electoral de los partidos políticos guatemalte-
cos ha sido un poco mejor en las elecciones generales de di-
putados por listado nacional y por distrito electoral, y en las 
elecciones de corporaciones municipales.  
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•	 El deterior del Sistema Guatemalteco de Partidos Políticos es 
grave. No solamente porque ha heredado los vicios caudillis-
tas y antidemocráticos en su organización y elección de can-
didatos, derivado de su pasado autoritario y del irrespeto a 
los derechos humanos de la población, sino porque a partir de 
1990 agrega a su ideario la compulsiva orientación privada de 
la ganancia, lícita e ilícita, como motivación de inversiones y 
financiamientos sin control, con las consecuencias que ello tie-
ne para la gobernabilidad democrática cuando estos partidos 
llegan al poder y la secuela de vicios de corrupción que dejan 
tras de sí. El principal efecto de este deterioro se manifiesta en 
el estancamiento y virtual regresión de la consolidación de la 
democracia; sobre todo si se tiene en cuenta que, en el modelo 
de régimen político democrático representativo, los partidos 
políticos constituyen actores de relevancia que le otorgan cre-
dibilidad y legitimidad al sistema electoral y por consiguiente 
al sistema democrático.

3.9	La Ley Electoral y de Partidos Políticos (Decreto 1-85) de la Asam-
blea Nacional  Constituyente continúa siendo insatisfactoria y de-
ficiente. A la fecha se encuentra en Discusión en el Congreso de la 
República una propuesta de reforma un poco más inclusiva pero 
democráticamente insatisfactoria. Esta iniciativa fue presentada 
por los magistrados del Tribunal Supremo Electoral a comienzos 
del segundo semestre del 2015, a petición de varias organizacio-
nes de la sociedad civil y de la Universidad de San Carlos de Gua-
temala, a raíz de las protestas sociales en contra de la corrupción 
y la desesperanza de tener que acudir a las octavas elecciones ge-
nerales en un ambiente de bajísima credibilidad de los candidatos 
y de los partidos políticos contendientes. 
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4.	 EL RÉGIMEN DEMOCRÁTICO DE JUSTICIA SOCIAL

4.1	Entre los años 2000 y 2014 fechas en que el Instituto Nacional 
de Estadística midió en cuatro ocasiones los niveles de pobreza 
en la población guatemalteca a escala nacional, regional, depar-
tamental y por áreas, la pobreza total que en el 2000 afectaba al 
56.2 por ciento de la población nacional, en el año 2014 aumentó 
3.1 puntos porcentuales (59.3 por ciento). En esas mismas medi-
ciones la pobreza extrema registró un notable aumento de 7.71 
puntos porcentuales al registrar un valor de 23.4 por ciento con 
respecto al nivel de 15.69 por ciento que registró en el año 2000. 
La pobreza no extrema fue la único que registro un descenso de 
4.6 puntos porcentuales (40.5 por ciento en el años 2000 y 35.9 
por ciento en el 2014.. Tales valores denotan el mínimo impacto 
que han tenido las inversiones sociales del Estado democrático y 
los casi nulos efectos que han tenido las inversiones privadas en la 
economía formal e informal guatemalteca.

4.2	La pobreza afecta mayoritariamente a la población del interior del 
país, a la población rural y, fundamentalmente a la población in-
dígena.

4.3	Junto a los niveles altos de pobreza general, extrema y no extrema, 
la sociedad guatemalteca ha mantenido también los altos niveles 
históricos y estructurales de desigualdad social, exclusión y dis-
criminación. Sobre este particular, el PNUD en Guatemala ha insis-
tido en que “La negación del otro constituye una marca secular de 
ciudadanía incompleta en Guatemala. Los procesos de conquista, 
colonización y desarrollo van unidos a una persistente negación 
de plenos derechos a grupos marcados por la diferencia racial, 
étnica y cultural. Por tratarse de una sociedad pluriétnica y plu-
ricultural,  la población de origen africano y otros grupos sociales 
sufren distintas formas de exclusión y de discriminación”.

4.4	En determinados planos, las formas de discriminación se entrela-
zan. La extrema exclusión de las mujeres indígenas en el mercado 
laboral ilustra esta condición, ya que se encuentran en desventaja, 
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tanto respecto a los hombres indígenas y no indígenas, como de 
las mujeres no indígenas. La vulnerabilidad de las mujeres a caer 
en la pobreza y su dificultad para salir de ella generalmente son 
mayores que las de los hombres; las indígenas tienen mayor pro-
babilidad de caer en la pobreza y se ven perjudicadas en diversa 
medida según el lugar en el que vivan. 

4.5	Los grupos excluidos, además de tener un acceso más precario a 
la educación, al empleo, a la información y a los ingresos mone-
tarios, también se ven postergados por falta de reconocimiento 
político y cultural de sus valores, aspiraciones y modos de vida. 
Esto hace que se, instale en la cultura política y en la vida cotidia-
na un patrón de valoración que refuerza la desigualdad y la seg-
mentación sociales. De este modo la exclusión socioeconómica y 
la discriminación cultural se potencian mutuamente. 

4.6	La notable desigualdad en la distribución del ingreso nacional 
mostrada por los valores del coeficiente de Gini a lo largo del pe-
ríodo democrático que nos ocupa, constituye el punto de partida 
para examinar la situación de exclusión que viene padeciendo la 
mayor parte de la población guatemalteca mucho antes de la ac-
tual era formalmente democrática y que ésta no ha podido supe-
rar sustancialmente. Para tal efecto se revisó el comportamiento 
del Índice de Desarrollo Humano, en cuya composición interna 
participa también el ingreso, pero en este caso es complementado 
con indicadores sensibles y comparables de salud y de educación.               

a)	 De conformidad con el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) el índice de Desarrollo Humano  (IDH) de Gua-
temala ha mejorado en un 35% entre 1980 y 2012, es decir ha 
mejorado en promedio 1.1% anual durante los últimos treinta y 
dos años que comprende el período. Tal resultado, aunque califi-
cado por el PNUD como positivo, es insuficiente para sacar al país 
del más bajo peldaño en la escala de países hispanoamericanos; o 
más aún para reflejar las bondades y cumplimiento de los objeti-
vos sociales constitucionales democráticos y los acuerdos de paz.
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b)	  La posición general que ha venido ocupando el IDH de Guate-
mala, a escala mundial, entre 1980 y 2012 está muy por debajo 
del promedio de los países que registran altos Índices de De-
sarrollo Humano y por debajo del promedio mundial, así como 
del promedio de los países latinoamericanos y centroamerica-
nos. El IDH de Guatemala sólo supera en 9 décimos el prome-
dio de los países de bajo IDH.

c)	 En cuanto a la posición que ha mantenido el IDH de Guatemala 
entre 1975 y 2010 con respecto al IDH de los países centroa-
mericanos, se manifiesta la alta posición que ha venido ocu-
pando Costa Rica (por encima del promedio latinoamericano) 
y la última posición que viene ocupando Guatemala, en dispu-
ta con Nicaragua, por debajo del promedio centroamericano.

4.7	La discreta mejora que refleja el IDH de Guatemala se encuen-
tra asociada a factores históricos de desigualdad que el régimen 
democrático de los últimos treinta años no ha podido modificar. 
El PNUD estima que Guatemala registra una pérdida de 35 por 
ciento en el IDH debido a la desigualdad, reduciendo los impactos 
positivos que tendrían los logros en educación y salud. Asimismo, 
agrega que “Más del 50% de los guatemaltecos se ubica en los ni-
veles más bajos de la estratificación socioeconómica, con los nive-
les más bajos de desarrollo humano”. 

4.8	Los valores del IDH de Guatemala en los ámbitos urbano y rural du-
rante el período considerado, muestran la notable desigualdad de 
oportunidades que ha prevalecido entre los habitantes de las ciuda-
des y los del interior del país (la “Guatemala profunda”). Los valores 
de IDH por área muestran la gran diferencia de valor que registra el 
IDH urbano del rural, así como la virtual inmovilidad que han tenido 
estos valores en los 22 años de vida democrática que median entre 
1989 y 2011. El escaso crecimiento que ha tenido el IDH urbano 
ha sido mayor que el registrado por el área rural y la diferencia de 
valores urbano-rurales se ha conservado entre 25% y 26% superior 
para el área urbana durante todo el período considerado.
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4.9	De manera semejante el IDH por regiones muestra una trayectoria 
de desigualdad acentuada. De conformidad con la trayectoria de 
crecimiento que ha tenido el valor del IDH en cada una de las re-
giones geográficas de Guatemala entre 1989 y 2011,  la región me-
tropolitana registra los valores de IDH más altos de la nación y un 
moderado crecimiento sostenido de los mismos. Muy por debajo 
de este comportamiento se encuentran las seis regiones restantes 
del país, de las cuales los casos más dramáticos -por la notable 
situación de desigualdad y de exclusión que presentan- son los de 
las regiones: a) Nor-occidente (constituida por los departamentos 
de Totonicapán, Sololá, Quetzaltenango, Retalhuleu, Suchitepé-
quez y San Marcos) de mayoría indígena; y b) Norte (constituida 
por los departamentos de Alta y Baja Verapaz) con alto porcenta-
je también de población indígena.   Ambas regiones registran los 
más bajos valores en sus Índices de Desarrollo Humano en todo el 
período considerado, lo cual las identifica como las regiones más 
excluidas de las oportunidades de desarrollo de todo el país. 

4.10	 Al observar la notable diferencia entre los  los valores del 
IDH de las poblaciones indígena y no indígena, irrumpe la consi-
deración de  que a lo largo del período que nos ocupa la población 
indígena no ha visto mejoramientos sustantivos en las oportuni-
dades de desarrollo que hipotéticamente debería haber creado 
el régimen democrático prevaleciente y, sobre todo uno de los 
acuerdos de paz que tuvo gran acogida nacional e internacional 
por la relevancia que tenía para un alto porcentaje de la población 
históricamente excluida.  

Al descomponer el IDH por condición étnica en los subíndices de 
Salud, Educación e Ingresos es posible formular diversas conside-
raciones en torno a la situación de exclusión de oportunidades de 
la población indígena. 

a)	 La descomposición del IDH en sub-índices por condición étni-
ca registra los valores inferiores que presenta el desarrollo de 
la salud, los ingresos y la educación en la población indígena. 
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Sin embargo, en el caso de la salud el subíndice denota una 
condición más alta y más cercana a la equidad. Esto se debe 
al impacto menos discriminativo de los programas de salud, 
sobre todo los que inciden en la disminución de las tasas de 
mortalidad neonatal, infantil y de menores de cinco años, por 
la vía de la vacunación y los complementos alimentarios, así 
como los que inciden en las tasas de mortalidad materna. Di-
chos programas han dejado alguna huella en el mejoramiento 
de este subíndice. 

b)	 En cambio, en los subíndices de ingresos y de educación la 
desigualdad de oportunidades es mayor. Durante el período 
considerado no se han modificado prácticamente los valores 
de los ingresos para ambos grupos étnicos, conservando la asi-
metría desfavorable a la población indígena en un promedio 
de 25 por ciento. La situación de los ingresos es desfavorable 
para un amplio sector de la población guatemalteca, sobre 
todo la que reside en el campo y en los asentamientos de las 
zonas urbanas, pero esta condición es aún más inequitativa en 
la población indígena.

c)	 Por último, el subíndice de Educación muestra una grave si-
tuación de inequidad asociada a la condición étnica. El índice 
de desarrollo humano en el campo de la educación para la po-
blación indígena denota la mitad del valor de ese mismo índice 
entre la población no indígena.





ANEXO 1: 
RESUMEN DE TEMAS CLAVE PARA LA REFORMA 

ELECTORAL

A continuación se resumen los temas claves para la reforma electoral es-
tudiados por el equipo investigador de la Escuela de Ciencia Política, bajo 
la coordinación de Mario Luján Muños.

1.1	Democratización interna y funcionamiento de los partidos políti-
cos.

a)	 Declaración de Principios Democráticos.

Dada la resistencia a la aceptación de los principios democrá-
ticos al interior de los partidos políticos, se estima que es del 
caso plantear fórmulas para tratar de superar esas resisten-
cias. Para ello pareciera conveniente adicionar al Artículo 18 
de la Ley varios aspectos no desarrollados suficientemente, y 
agregarle la obligación de aceptar y adherir una Declaración 
de Principios Democráticos que se explicite en la Ley. Los par-
tidos políticos tendrán la libertad de definir y modificar sus 
declaraciones de principios, sus estatutos, programas de go-
bierno y acuerdos sobre políticas concretas. No obstante, en la 
Declaración de Principios Democráticos deberá de consignar-
se, explícitamente:

i.	 Su adhesión a los Derechos Humanos consagrados en 
las Declaraciones de las Naciones Unidas y su compro-
miso en la promoción de su efectiva realización;

ii.	 La aceptación de los principios de la generación de las 
autoridades por voluntad popular y su generación pe-
riódica por el mismo medio;

iii.	 La aceptación de las decisiones de la mayoría y el res-
guardo de los derechos de la minoría;



Vinicio González

222

iv.	 El respeto por el pluralismo ideológico y político; y

v.	 El rechazo de la violencia armada como método de ac-
ción política para conculcar estos principios democrá-
ticos.   

b)	 Representación proporcional en los órganos de dirección

Tal como lo previó el TSE y la instancia académica cuando se 
reformó el Artículo 28 de la LEPP en 2004, que si se dejaba 
voluntaria la representación proporcional en los órganos de 
dirección del partido tal disposición no se cumpliría; a la fe-
cha no hay un solo partido que la haya cumplido. Todos siguen 
aplicando los viejos procedimientos (aclamación, mayoría ab-
soluta o relativa) en donde no se respetan los derechos de las 
minorías y nunca se puede lograr que la oposición (dentro de 
su organización política) tenga posibilidades de salir electa. 

c)	 Número de secretarios adjuntos.

Es indispensable limitar el número de Secretarios Adjuntos 
para evitar que la opción gananciosa introduzca mayor núme-
ro de miembros de los que los que correctamente les corres-
ponden. De conformidad con la reforma del 2004, se autorizan 
4 Secretarios Generales Adjuntos, los que unidos al Secretario 
General, significa introducir 5 votos adicionales a la opción ga-
nadora, lo cual es a todas luces injusto, arbitrario y descarada-
mente antidemocrático. Ese no es el sentido que tiene el fun-
cionamiento de la representación proporcional de minorías, ni 
es una forma de ejercer la democracia.    

d)	 Dimensión del Comité Ejecutivo Nacional

Adicionalmente se estima que es adecuado que el número de 
miembros del Comité Ejecutivo Nacional (CEN) esté claramente 
determinado. En la actualidad ese número no está definido y 
únicamente se establece un número mínimo de veinte. No pare-
ce saludable para el sistema de partidos políticos que ese núme-
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ro sea indeterminado en cuanto a máximo, dado que ello abre 
las puertas a un estilo de trabajo poco serio en el seno de los 
Comités Ejecutivos Nacionales, diluyendo en exceso las respon-
sabilidades de los miembros individuales del órgano de direc-
ción y generando una tendencia hacia el “asambleísmo”, en de-
trimento de las discusiones meditadas, cuidadosas y de mayor 
seriedad con el afán de encontrar los mejores caminos para su 
organización. En la actualidad se aprecia un aumento del núme-
ro de miembros del CEN de los partidos que antes de la reforma 
se habían mantenido entre 20 y 25 miembros. Ahora, dentro 
de los 15 partidos que reportan el número de miembros de su 
CEN, solamente 4 se mantienen dentro de esas cifras, mientras 
el resto oscilan en la treintena y hay algunos que llegan más 
alto, como GANA (53) o URNG (43). En consecuencia, se estima 
aconsejable limitar el número de miembros del CEN a 20, 25 
o hasta 30, pero no más de esa cifra, pues una cantidad mayor 
podría convertir en inmanejable a los partidos políticos. Los ar-
tículos que habría que modificar son el 28 y el 31.       

e)	 Veda de presencia de parientes dentro del mismo órgano par-
tidario.

Desde hace algunos años ha empezado a darse la inmoral y 
antidemocrática práctica del nepotismo en el interior de los 
partidos políticos; práctica que con el crecimiento de los CEN 
se ha incrementado aún más y es evidente que ello puede em-
peorar. De los 15 partidos que reportan datos sobre su orga-
nización, 10 incurren en esta anomalía. De éstos, los partidos 
Victoria y ANN son los peores, cuyos Secretarios Generales tie-
nen a sus hijos en el CEN. En el primer caso con cinco parien-
tes, entre hijos y nueras en el CEN, y en el segundo, con tres 
hijos en los órganos de dirección. Esto también se corregiría 
con introducir dicha veda en los artículos 28 y 31     
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f)	 Veda de presencia de parientes en la misma planilla.

Otro aspecto que también ha sido objeto de preocupación en 
los últimos eventos electorales es la aparición de candidatos 
que son parientes cercanos (hermanos, esposas, hijos, etc.) 
dentro de la misma planilla, especialmente en las planillas de 
diputados y de concejales, lo cual luce como abiertamente in-
moral y sugiere un concepto hereditario y monárquico de la 
democracia, que no parece atinado para un régimen electoral 
que pretende moverse dentro de una república. 

1.2	Ampliación del número de municipios organizados; 5.3 Número 
de municipios organizados en un departamento; 5.4 Obligatorie-
dad de participar. En estos casos, la Comisión de Asuntos Electora-
les del Congreso de la República contempla en su dictamen estos 
temas y, aunque su contenido podría ser discutible, se optó por no 
referirse a ellos.  

5.5	Postulación e inscripción de candidatos.

La ley debe garantizar que los partidos políticos efectivamente se 
interesen en extender su organización en la mayoría de los mu-
nicipios y departamentos del interior del país para beneficio del 
desarrollo político nacional; requisitos que también tendrían que 
cumplir los partidos políticos distritales. Para atender lo anterior 
se suprimiría el privilegio de poder postular candidatos a dipu-
tados distritales y autoridades municipales aunque no se tenga 
ningún tipo de organización partidaria en un departamento o mu-
nicipio, lo cual actualmente se hace a través del Comité Ejecutivo 
Nacional. El resultado del actual privilegio es postular candidatos 
improvisados que no responden a los intereses de los ciudadanos 
de cada departamento o municipio, y que al llegar a los cargos 
para los cuales fueron electos se “liberan” de su compromiso con 
los partidos políticos que los postularon, muchas veces “transfu-
gándose” a otro partido político que les ofrece mayores preben-
das, con las implicaciones de corrupción que ello usualmente sig-
nifica, afectando la representatividad de las poblaciones involu-
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cradas que se ven burladas en el voto que emitieron y, afectando, 
asimismo, la democracia interna de los partidos. Para tal efecto 
lo que procede es modificar el artículo 212 “De la postulación e 
inscripción de candidatos”.   

5.6	Disminución de la barrera del 5%

Se propone disminuir la barrera al 3% o al 2% (o del 4% si se op-
tara por volver a la barrera anterior) en el entendido que ello debe 
implicar la supresión de la excepción (la elección de diputados o 
aumentar la excepción a la obtención de tres mandatos de diputa-
dos distritales), retornando al sentido original de la norma, es de-
cir, evitar la llegada al mayor órgano de representación nacional, 
de partidos políticos demasiado pequeños que no contribuyen a 
la gobernabilidad. Para tal efecto habría que suprimir la adición 
al inciso b) del artículo 93 de la LEPP, que permite mantener el 
registro como partido político a aquellos que lograron elegir di-
putados.      

5.7	Límites a la reelección de Alcaldes

Aunque el sistema de democracia representativa permite la ree-
lección de los cargos públicos dejando en los electores la decisión 
última de quién merece continuar en el cargo y quién merece ser 
sancionado negándole su reelección, el grado de perversión y des-
naturalización de la democracia a que se ha llegado en Guatemala, 
obliga a replantear el problema, buscando soluciones. En el caso 
de las municipalidades esa degradación, en buena medida, es pro-
ducto de haber suprimido la obligación que tenían los alcaldes, 
síndicos y concejales hasta la década de los años ochenta, de re-
nunciar a su cargo en caso de que quisieran buscar la reelección. 
Al suprimirse esa obligación se abrieron las puertas al cúmulo 
de arbitrariedades e irregularidades en las municipalidades, que 
facilitan en demasía las reelecciones utilizando para el efecto los 
cargos que ostentan y los recursos públicos. Es evidente que la 
primera acción a tomar es retornar a establecer la obligación de 
renunciar con una antelación de un año a las elecciones al cargo 
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que se tiene, en el caso de los que se deseen reelegir. Ello dejaría 
en un plano más igualitario a los contendientes.

a)	 Ampliación de la representación proporcional de minorías en 
los Concejos Municipales. 

Dada la conocida y amplia corrupción que existe a todo lo lar-
go y ancho de las municipalidades del país, debe pensarse se-
riamente en fórmulas que permitan poner coto a esa situación. 
En ese sentido, un mecanismo que se propone es ampliar la 
dimensión de los Concejos Municipales; y el otro mecanismo 
que se propone, siempre con el mismo espíritu, podría ser que 
los Síndicos sean electos por el sistema de representación pro-
porcional de minorías, en lugar de ser electos por mayoría re-
lativa. En este segundo mecanismo, el objeto sería fortalecer 
la influencia de la minoría dentro del Concejo Municipal para 
tratar de mediatizar la influencia determinante de los alcaldes, 
como ocurre actualmente. Este problema se solventaría con 
suprimir a los Síndicos del artículo 202 de la Ley. Asimismo se 
modificaría el artículo 203 agregando que “Todas las adjudica-
ciones se harán estrictamente en el orden correlativo estable-
cido en las listas o planillas, iniciándose con quien encabece y 
continuándose con quienes le sigan en riguroso orden, confor-
me al número de votos alcanzado por cada uno de los electos”.    

b)	 Ampliar la integración de las Corporaciones Municipales.

Siempre con el ánimo de fortalecer los poderes de fiscalización 
de la oposición en las municipalidades, lo que se propone aquí 
es una categorización distinta de las mismas, que es más sim-
ple y que permite mayor representatividad en el seno de los 
Concejos Municipales, al incrementar el número de los cargos, 
ampliando así las posibilidades de que accedan a los mismos 
los miembros de la oposición. Actualmente la categorización 
de las municipalidades incluye cuatro niveles. La propuesta es 
que incluya sólo dos, quedando el artículo 206 de la siguiente 
manera: “De la integración de las corporaciones municipales. 
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Cada Corporación Municipal se integrará con el Alcalde, Sín-
dicos y Concejales, titulares y suplentes, de conformidad con 
el número de habitantes, así: a) Municipalidades con más de 
veinte mil habitantes y cabeceras departamentales: doce con-
cejales titulares y cuatro suplentes, cuatro síndicos titulares 
y dos suplentes; b) Municipalidades de hasta vente mil habi-
tantes: diez concejales titulares y tres suplentes; dos síndicos 
titulares y un suplente.”           

5.8	Vedar el transfuguismo

Con el término transfuguismo se designa el traslado del repre-
sentante (parlamentario o municipal) elegido en las listas de un 
determinado partido político a otra bancada o grupo político dis-
tinto del que fue electo, antes de concluir el mandato, sin que haya 
mediado nueva convocatoria electoral y, a pesar de eso el tránsfu-
ga conserva su escaño o concejalía.  La razón de ser de esta actitud 
-no contemplada en la Ley Electoral y de Partidos Políticos- co-
múnmente es el oportunismo y la búsqueda de mejores posicio-
nes políticas, anteponiendo los intereses particulares a los comu-
nitarios. El centro de la discusión entre los que justifican o conde-
nan el transfuguismo es a quién pertenece el escaño: al titular o 
al partido. Los que están en contra de esta figura estiman que la 
titularidad del cargo público representativo constituye una habili-
tación normativa para la expresión de la representación conferida 
por los electores. Los representantes no son dueños de la repre-
sentatividad, sino un instrumento al servicio de su realización. El 
transfuguismo ocasiona, en consecuencia, una modificación en la 
legitimidad otorgada por los electores.

Se considera que el transfuguismo falsea la representatividad po-
lítica y, en consecuencia es una estafa al ciudadano que ve modifi-
cada la expresión de su voluntad. Además, debilita todo el sistema 
de partidos políticos, puesto que la correlación de fuerzas políti-
cas resultante de una elección se ve modificada arbitrariamente, 
afectando el sistema democrático y posibilitando la corrupción.
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Esta reforma establece que los estatutos partidarios deben con-
tener normas que regulen la fidelidad y disciplina partidaria, es-
tableciendo procedimientos internos que protejan el derecho de 
defensa del afiliado, y permitan determinar la eventual comisión 
de infracciones a los deberes partidarios y la aplicación de las san-
ciones correspondientes. Asimismo debe incluirse un artículo en 
la Ley Electoral, cuya redacción fuera como la siguiente: “El trans-
fuguismo entre organizaciones políticas queda categóricamen-
te prohibido. Se entenderá por transfuguismo la acción de aquel 
representante (parlamentario o municipal), que habiendo sido 
elegido como tal en las listas de un determinado partido político, 
pretende trasladarse a un grupo político distinto, antes de con-
cluir su mandato para el que fue electo”. Ante una acción de esta 
naturaleza, el partido político afectado puede plantear su queja y 
oposición a ello, ante el Tribunal Supremo Electoral (TSE), argu-
yendo que la desafiliación del representante en cuestión le afecta 
en forma determinante, sin que exista “justa causa” para ello. Ante 
tal solicitud, el TSE deberá conceder audiencia al representante 
en cuestión quien tendrá toda la carga de la prueba a su cargo, 
de manera que quede probada fehacientemente la existencia de 
“justa causa”. Se entenderá por “justa causa” una de las causales 
siguientes: 1. La incorporación o fusión del partido político a otra 
organización política; 2. La creación de un nuevo partidos político; 
3. Cambios sustanciales en la orientación ideológica de la agru-
pación política o en el desvío reiterado del programa partidario; 
4. Persecución política del afiliado y representante, por parte de 
la dirección partidaria. En caso de no poderse probar la argüida 
“justa causa”, por parte del representante en cuestión, el TSE de-
berá fallar a favor del partido político afectado y el representante 
en cuestión deberá concluir el período para el cual fue electo, en 
el seno del partido político que lo inscribió dentro de sus planillas 
como candidato.               
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5.9	Creación de partidos políticos distritales

Con miras a lograr una mejor y más genuina representatividad de 
los departamentos o Distritos Electorales, se plantea la posibilidad 
de establecer los Partidos Políticos Distritales para que puedan 
postular candidatos a diputados, alcaldes, concejales y síndicos en 
sus respectivos distritos. La creación de estos Partidos Políticos 
Distritales harían innecesarios los Comités Cívicos Distritales, que 
nunca se ha considerado conveniente crear para esas funciones, 
dado su carácter temporal, así como por estar expuestos a los po-
deres fácticos en cada departamento y por ser fácilmente influen-
ciables por el crimen organizado. Se estima que de esta manera 
la contienda política ganaría en competitividad y obligaría a los 
partidos políticos nacionales a mejorar el aspecto cualitativo de 
sus candidatos a diputados distritales y alcaldes. Los Partidos Po-
líticos Distritales podrían ampliarse a regionales o subnacionales 
si cumplen, en dos o más distritos, con los requisitos establecidos 
en cada uno de estos. En este caso no podrán postular, aunque sí 
respaldar, candidaturas a presidente, vicepresidente o candidatu-
ras a diputados por lista nacional o al PARLACEN. 

Cabe indicar que la creación de Partidos Políticos Provinciales, 
Departamentales o  Distritales se permite prácticamente en todos 
los países democráticos del mundo occidental, por lo que no se 
ve razón para impedir la organización de este tipo de entidades 
políticas. A manera de ejemplo se recuerda que en España existen 
partidos políticos provinciales en Cataluña, Galicia, Valencia, Ara-
gón, etc.; en Alemania es célebre y ampliamente conocido el caso 
de la Unión Social Cristiana en el Estado de Baviera; en América 
Latina son igualmente conocidos los casos de los partidos ubica-
dos en la provincia de Guayaquil, Ecuador, o el caso del Partido 
Cartaginés, en Costa Rica.

Los requisitos para autorizar el funcionamiento de los Partidos 
Políticos Distritales serían los mismos que los requisitos estable-
cidos para los partidos políticos nacionales, pero circunscritos a 
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nivel departamental. Es decir, el mismo porcentaje del 0.30 por 
ciento de los empadronados en ese departamento y tener organi-
zados y legalizados más de la mitad de los municipios de ese de-
partamento. Los artículos que se enmendarían para esta reforma 
son el 16 y el 98bis de la LEPP.   

5.10 Comisión de Postulación           

Con base en las últimas experiencias respecto a la forma de esco-
gencia de los magistrados del TSE, en donde es el gobierno central 
el factor determinante, es altamente conveniente pensar seria-
mente en la posibilidad de cambiar la forma en que se escoge la 
Comisión de Postulación (Artículos 136 y siguientes de la LEPP). 
En tal sentido, y tomando como referencia la forma como se hace 
en Chile, que se basa en una forma aleatoria acudiendo a realizar 
sorteos, se plantea la siguiente: Esa Comisión de Postulación se 
podría integrar por cinco miembros, sorteados cada uno, entre las 
siguientes categorías:  a) Un miembro entre los ciudadanos que 
hayan ocupado el cargo de Presidente del Congreso; b) Un miem-
bro entre los ciudadanos que hayan ocupado el cargo de Presi-
dente del Tribunal Supremo Electoral; c) Un miembro entre los 
ciudadanos que hayan ocupado el cargo de Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia o entre los Decanos de las Facultades de De-
recho que existan en el país; d) Dos miembros entre los profesores 
que desempeñen o hayan desempeñado una cátedra universitaria 
en Derecho Constitucional en alguna de las Facultades de Derecho 
de las Universidades del país, durante 15 años. No podrán entrar 
a los sorteos los ciudadanos comprendidos en las categorías an-
teriores, que sean en ese momento parlamentarios, miembros de 
los Comités Ejecutivos Nacionales de los partidos políticos vigen-
tes, o que estén siendo procesados por delitos de orden penal.

Por otra parte, debería considerarse la conveniencia de que la nómina 
que debe integrarse de 40 candidatos a magistrados, debería dismi-
nuirse a 20, como era antes de la última reforma a la ley, con el fin de 
no ampliar demasiado los criterios de escogencia y de aplicar crite-
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rios más más estrictos en dicha escogencia. Además, debería quedar 
regulado en la nueva norma que la designación de la nómina de 20 
debe hacerse indeclinablemente, como mínimo, por 4 de los 5 miem-
bros (80 por ciento) de la Comisión de Postulación, de tal manera que 
su escogencia sea lo más cercana al consenso y a la unanimidad.

Para integrar el registro de elegibles y realizar los sorteos se inte-
graría una Comisión Específica formada por el Presidente del TSE en 
funciones, que la presidiría, el Procurador de los Derechos Humanos, 
y un tercer miembro designado por sorteo por los Rectores de la Uni-
versidades del país. Este sorteo se realizaría conjuntamente con los 
dos miembros de esta Comisión Específica.            
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CUADRO 3
AMÉRICA LATINA: ACTITUD HACIA EL AUTORITARISMO (porcentajes). AÑO 

2009

PAIS

En ninguna 
circunstancia 
apoyaría un 

gobierno 
militar

De acuerdo con 
que los militares 

remuevan al 
Presidente si viola 

la Constitución

De acuerdo 
con que si hay 

situación difícil 
está bien pasar 

por encima de las 
leyes

Es probable que 
pueda haber un 
golpe de Estado

Argentina 67 30 18 21

Bolivia 72 35 36 22

Brasil 64 61 44 34

Chile 70 25 28 6

Colombia 68 43 33 20

Costa Rica 91 27 29 12

Ecuador 62 43 32 36

El Salvador 59 41 35 23

Guatemala 42 50 31 29

Honduras 58 48 25 …

México 56 58 29 27

Nicaragua 75 44 27 22

Panamá 70 36 31 20

Paraguay 45 54 31 16

Perú 55 49 22 14

R.Dominicana 63 42 43 24

Uruguay 78 23 24 7

Venezuela 70 37 19 30

Centroamérica 66 41 30 21

América Latina 65 42 30 21

Fuente: Encuesta de Latinobarómetro 2009
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CUADRO 4
AMÉRICA LATINA: GARANTÍAS CIVILES Y POLÍTICAS, SOCIALES Y ECONÓMICAS 2005

Distribución de países según porcentajes de opinión de respeto a las garantías
GARANTIAS CIVILES Y 

POLITICAS GARANTIAS SOCIALES GARANTIAS 
ECONOMICAS

PAIS
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Argentina 84 65 59 53 60 30 34 25 25 16 29 10 9
Bolivia 66 68 56 53 57 43 45 40 37 30 32 34 27
Brasil 69 50 51 44 44 37 34 31 25 25 22 12 12
Chile 81 65 66 55 53 36 28 35 38 22 29 17 19
Colombia 76 59 52 49 52 48 35 41 24 37 18 18 21
Costa Rica 83 76 69 72 60 53 54 59 43 34 38 28 25
Ecuador 61 48 44 36 39 32 29 31 17 17 15 19 16
El Salvador 74 59 55 44 47 42 38 38 28 27 24 26 27
Guatemala 49 46 44 35 36 33 32 35 27 26 27 27 25
Honduras 78 75 63 48 49 48 41 45 29 31 31 30 27
México 78 71 54 56 56 55 45 46 36 39 32 25 29
Nicaragua 83 73 64 66 59 56 51 57 52 45 26 33 43
Panamá 84 74 71 65 55 49 47 49 30 28 22 22 23
Paraguay 87 68 59 64 49 22 34 16 13 5 5 7 5
Perú 71 63 46 47 48 40 33 27 34 26 20 19 21
R.Dominicana 81 75 74 63 49 37 39 41 29 28 25 26 20
Uruguay 89 71 80 76 65 56 50 64 54 46 35 28 35
Venezuela 73 74 70 65 72 57 64 61 58 51 54 56 41
Centroamé-
rica 75 67 61 55 51 47 44 47 35 32 28 28 28

América 
Latina 76 65 60 55 53 43 41 41 33 29 27 24 23

Fuente: Encuesta de Latinobarómetro 2005
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CUADRO 5

GUATEMALA: ABSTENCIONISMO Y VOTOS NULOS Y EN BLANCO EN PRIMERA 
VUELTA ELECTORAL 1985-2015

Años Nulos y 
en blanco

Inscritos 
padrón

Total 
votantes

Absten-
ción

% Abs-
tención

% Nulos y 
en blanco

1985 228,771 2,753,572 1,907,771 845,801 30.7% 12.0%

1990 254,487 3,204,955 1,808,718 1,396,237 43.6% 14.1%

1995 188,169 3,711,589 1,737,033 1,974,556 53.2% 10.8%

1999 205,700 4,458,762 2,397,212 2,061,550 46.2% 8.6%

2003 253,457 5,073,282 2,937,636 2,135,646 42.1% 8.6%

2007 336,918 5,990,029 3,615,867 2,374,162 39.6% 9.3%

2011 601,251 7,340,841 5,055,183 2,285,658 31.1% 11.9%

2015 495,996 7,556,873 5,390,005 2,166,868 28.7% 9.2%

Fuente: Elaboración propia con base en Memorias Electorales 1985, 1990, 1995, 1999, 2003. 2007, 2011 e 
Informe de las Elecciones Generales 2015 del Tribunal Supremo Electoral

CUADRO 6

GUATEMALA: ABSTENCIONISMO Y VOTOS NULOS Y EN BLANCO EN SEGUNDA 
VUELTA ELECTORAL1985-2015

Años Nulos y en 
blanco

Inscritos 
padrón

Total 
votantes Abstención % 

Abstención
% Nulos y 
en blanco

1985 142,501 2,753,572 1,800,324 953,248 34.6% 7.9%
1990 75,207 3,204,955 1,450,603 1,754,352 54.7% 5.2%
1995 58,070 3,711,589 1,368,828 2,342,761 63.1% 4.2%
1999 65,588 4,458,762 1,800,684 2,658,078 59.6% 3.6%
2003 90,751 5,073,282 2,372,714 2,700,568 53.2% 3.8%
2007 142,565 5,990,029 2,887,206 3,102,823 51.8% 4.9%
2011 169,440 7,340,841 4,451,486 2,889,355 39.4% 3.8%
2015 176,647 7,556,873 4,255,875 3,300,998 43.7% 4.2%

Fuente: Elaboración propia con base en Memorias Electorales 1985, 1990, 1995, 1999, 2003. 2007, 2011 e 
Informe de las Elecciones Generales 2015 del Tribunal Supremo Electoral
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CUADRO 7
GUATEMALA: LÍNEAS DE POBREZA (L.P.) EXTREMA Y NO EXTREMA

AÑOS 2000, 2006, 2011 Y 2014

Valor (en Quetzales) 2000 2006 2011 2014

L.P. No Extrema 4,318 6,574 8,282 10,218

L.P. Extrema 1,911 3,206 4,380 5,750

Fuente: ENCOVI 2000, 2006, 2011 Y 2014, Instituto Nacional de Estadística (INE)

CUADRO 8
GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA TOTAL, EXTREMA Y NO EXTREMA.

AÑOS 2000, 2006, 2011 Y 2014

Incidencia 2000 2006 2011 2014

Pobreza Total 56.4 51.2 53.7 59.3
Pobreza Extrema 15.7 15.3 13.3 23.4

Pobreza No Extrema 40.7 35.9 40.4 35.9

Fuente: ENCOVI 2000, 2006, 2011 Y 2014, Instituto Nacional de Estadística (INE)

CUADRO 9
GUATEMALA: INCIDENCIA DE POBREZA TOTAL, EXTREMA Y NO EXTREMA POR 

CONDICIÓN ÉTNICA. AÑOS: 2000, 2006. 2011 Y 2014

Pobreza
2000 2006 2011 2014

Indí-
gena

No 
Indígena

Indí-
gena

No 
Indígena

Indí-
gena

No 
Indígena

Indí-
gena

No 
Indígena

Total 77.3 41.9 75 36.3 73.4 40.6 79.2 46.6
Extrema 27.1 7.8 27.3 7.8 22.3 7.4 39.8 12.8

No 
Extrema 50.2 34.1 47.7 28.5 51.1 33.2 39.4 33.8

Fuente: ENCOVI 2000, 2006, 2011 Y 2014, Instituto Nacional de Estadística (INE)
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CUADRO 10
GUATEMALA: INCIDENCIA DE POBREZA TOTAL, EXTREMA Y NO EXTREMA POR 

ÁREA RESIDENCIAL. AÑOS: 2000, 2006. 2011 Y 2014

Pobreza
2000 2006 2011 2014

Urbano Rural Urbano Rural Urbano Rural Urbano Rural

Total 27.3 74.5 30.2 70.5 35 71.4 42.1 76.1

Extrema 2.8 23.8 5.3 24.4 5.1 21.1 11.2 35.3

No Extrema 24.5 50.7 24.9 46.1 29.9 50.3 30.9 40.8

Fuente: ENCOVI 2000, 2006, 2011 Y 2014, Instituto Nacional de Estadística (INE)

Cuadro 11
Guatemala: Pobreza total por regiones 2000-2006-2011

Región 2000 2006 2011

Metropolitana 18 16.3 18.6

Norte 84 77.1 75.5

Nor-Oriental 51.8 53.2 56.8

Sur-Oriental 68.6 54.4 58.8

Central 51.7 47.5 49.6

Sur-Occidental 64 59.4 66.4

Nor-Occidental 82 75.6 65.7

Petén 68 57 65.7

Fuente: ENCOVI 2000, 2006, Y 2011, Instituto Nacional de Estadística (INE)
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Cuadro 12
Guatemala: Pobreza extrema por regiones 2000-2006-2011
Región 2000 2006 2011

Metropolitana 0.6 0.5 0.7
Norte 39 38.9 35
Nor-Oriental 8.9 20 21.4
Sur-Oriental 20.1 13.9 14
Central 8.7 10.4 6.7
Sur-Occidental 17 16.9 16
Nor-Occidental 31.5 23.6 12.9
Petén 12.9 14.5 16.2

Fuente: ENCOVI 2000, 2006 Y 2011, Instituto Nacional de Estadística (INE)

Cuadro 13 
Guatemala: Pobreza no extrema por regiones 2000-2006-2011

Región 2000 2006 2011
Metropolitana 17.4 15.9 17.9
Norte 44.9 38.3 40.5
Nor-Oriental 42.9 33.3 35.4
Sur-Oriental 48.4 40.5 44.8
Central 43 37.1 42.9
Sur-Occidental 47 42.5 50.4
Nor-Occidental 50.6 52 52.8
Petén 55.1 42.5 49.5

Fuente: ENCOVI 2000, 2006 Y 2011, Instituto Nacional de Estadística (INE)
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CUADRO 14

GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA GENERAL POR DEPARTAMENTOS
2002, 2006 Y 2014

Departamentos
Pobreza General

2002 2006 2014
Alta Verapaz 84.1 78.2 83.1
Sololá 77.5 74.6 80.9
Totonicapán 73.7 71.9 77.5
Quiché 84.6 81 74.7
Huehuetenango 78.3 71.3 73.8
Chiquimula 56.5 59.5 70.6
Jalapa 72 61.2 67.2
Baja Verapaz 73.2 70.4 66.3
Chimaltenango 59.4 60.5 66.1
Suchitepéquez 64.7 54.7 63.8
Jutiapa 66.2 47.3 62.7
Petén 62.6 57 60.8
San Marcos 73.1 65.5 60.2
Izabal 47.9 51.7 59.9
Retalhuleu 55.3 50.4 56.1
Quetzaltenango 50.8 44 56
Zacapa 42.4 53.9 55.9
Santa Rosa 63.2 57.9 54.3
El Progreso 45.4 41.8 53.2
Escuintla 47.6 41.4 52.9
Sacatepéquez 36.1 36.5 41.1
Guatemala 14.2 16.3 33.3

Fuente: Para el año 2002 Anexo Estadístico del Informe de Desarrollo Humano 2005, con base en ENCOVI 
2000 y Censo Nacional 2002. Para  los otros años ENCOVI 2006 y 2014, del Instituto Nacional de Estadística. 
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CUADRO 15

GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA EXTREMA POR DEPARTAMENTOS
2002, 2006 Y 2014

Departamentos
Pobreza Extrema

2002 2006 2014
Alta Verapaz 41.2 43.5 53.6
Sololá 29.2 29.3 39.9
Totonicapán 22.6 20 41.1
Quiché 33.2 25.6 41.8
Huehuetenango 30.3 22 28.6
Chiquimula 13.3 27.7 41.1
Jalapa 30 22.7 22.3
Baja Verapaz 23.5 21.2 24.6
Chimaltenango 13.5 19.3 23.4
Suchitepéquez 15.9 13.6 19.8
Jutiapa 24 11.1 24.2
Petén 13 14.5 20.2
San Marcos 25 19.9 22
Izabal 8.2 18.3 35.2
Retalhuleu 10.9 9.5 15.3
Quetzaltenango 11.2 10.1 16.7
Zacapa 7 18.9 21.4
Santa Rosa 19.2 10.2 12.9
El Progreso 8.6 8.1 13.2
Escuintla 7.8 5.4 11.2
Sacatepéquez 5.3 4.7 8.4
Guatemala 1.6 0.5 5.4

Fuente: Para el año 2002 Anexo Estadístico del Informe de Desarrollo Humano 2005, con base en ENCOVI 
2000 y Censo Nacional 2002. Para los otros años ENCOVI 2006 y 2014, del Instituto Nacional de Estadística. 
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CUADRO 16

GUATEMALA: INCIDENCIA DE LA POBREZA NO EXTREMA POR DEPARTAMENTOS
2002, 2006 Y 2014

Departamentos
Pobreza No Extrema

2002 2006 2014
Alta Verapaz 42.9 35.3 29.5
Sololá 48.3 45.3 41
Totonicapán 51.1 51.9 36.4
Quiché 51.4 55.4 32.9
Huehuetenango 48 49.3 45.2
Chiquimula 43.2 31.8 29.5
Jalapa 42 38.5 44.9
Baja Verapaz 49.7 49.2 41.7
Chimaltenango 45.9 41.2 42.7
Suchitepéquez 48.8 41.1 44
Jutiapa 42.2 36.2 38.5
Petén 49.6 42.5 40.6
San Marcos 48.1 45.6 38.2
Izabal 39.7 33.4 24.7
Retalhuleu 44.4 40.9 40.8
Quetzaltenango 39.6 29.9 39.3
Zacapa 35.4 35 34.5
Santa Rosa 44 47.7 41.4
El Progreso 36.8 33.7 40
Escuintla 39.8 36 41.7
Sacatepéquez 30.8 31.8 32.7
Guatemala 12.6 15.8 27.9

Fuente: Para el año 2002 Anexo Estadístico del Informe de Desarrollo Humano 2005, con base en ENCOVI 
2000 y Censo Nacional 2002. Para los otros años ENCOVI 2006 y 2014, del Instituto Nacional de Estadística. 
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Cuadro 17
Índice de desarrollo humano (IDH) y subcomponentes por área residencial: 

2000,2006, 2011
  IDH IDH SALUD IDH EDUCACION IDH INGRESOS

AÑO 1989 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011

Nacional 0.54 0.512 0.569 0.58 0.718 0.823 0.807 0.357 0.419 0.452 0.525 0.533 0.534

Área  

Urbana 0.63 0.629 0.656 0.658 0.752 0.852 0.834 0.547 0.564 0.579 0.606 0.589 0.589

Rural 0.47 0.414 0.463 0.484 0.698 0.796 0.781 0.233 0.279 0.322 0.435 0.449 0.451

Fuente: Encuentas ENCOVI de años respectivos. INE

Cuadro 18
Índice de desarrollo humano (IDH) y subcomponentes por etnicidad: 

2000,2006, 2011
  IDH IDH SALUD IDH EDUCACION IDH INGRESOS

AÑO 1989 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011

Etnicidad  

Indígena 0.43 0.4 0.46 0.483 0.698 0.799 0.784 0.215 0.281 0.319 0.425 0.433 0.452

No indígena 0.59 0.573 0.622 0.629 0.733 0.838 0.822 0.451 0.501 0.531 0.568 0.572 0.57

Fuente: Encuentas ENCOVI de años respectivos. INE

Cuadro 19
Índice de desarrollo humano (IDH) y subcomponentes por regiones: 

2000,2006, 2011
  IDH IDH SALUD IDH EDUCACION IDH INGRESOS

AÑO 1989 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011 2000 2006 2011

Región  

Metropolitana 0.64 0.648 0.703 0.697 0.757 0.867 0.846 0.565 0.636 0.636 0.635 0.631 0.631

Norte 0.43 0.396 0.479 0.517 0.688 0.788 0.774 0.214 0.298 0.356 0.42 0.467 0.501

Nor-Oriente 0.54 0.495 0.552 0.564 0.716 0.816 0.804 0.331 0.386 0.437 0.512 0.535 0.511

Sur-Oriente 0.53 0.471 0.521 0.555 0.701 0.805 0.797 0.31 0.359 0.429 0.48 0.49 0.5

Central 0.55 0.521 0.571 0.598 0.73 0.835 0.819 0.383 0.44 0.491 0.508 0.506 0.531

Sur-Occidente 0.51 0.477 0.524 0.531 0.714 0.814 0.799 0.32 0.37 0.402 0.474 0.477 0.465

Nor-Occidente 0.43 0.39 0.446 0.486 0.692 0.799 0.788 0.204 0.258 0.315 0.42 0.431 0.463

Petén 0.55 0.449 0.525 0.524 0.69 0.795 0.783 0.289 0.356 0.367 0.454 0.511 0.502

Fuente: Encuentas ENCOVI de años respectivos. INE
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